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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 29  

DE 2012 SENADO
por la cual el Congreso de la República de Colom-
bia rinde homenaje a la memoria del sociólogo, 
intelectual, académico, investigador social y pro-
fesor Orlando Fals Borda en reconocimiento a su 
vida, obra y aportes en la construcción del país.

Doctora
MYRIAM ALICIA PAREDES AGUIRRE
Presidenta de la Comisión Segunda 
Senado de la República
Ciudad
Presidenta:
Cumpliendo con el encargo de la Mesa Direc-

tiva de la Comisión Segunda y en fundamento a 
lo estipulado en los artículos 150, 153 y 156 de la 
Ley 5ª de 1992, me permito rendir ponencia para 
primer debate al Proyecto de ley número 29 del 
2012, por la cual el Congreso de la República 
de Colombia rinde homenaje a la memoria del 
sociólogo, intelectual, académico, investigador 
social y profesor Orlando Fals Borda en recono-
cimiento a su vida, obra y aportes en la construc-
ción del país. 

Origen del proyecto
La Constitución Política dispone en su artícu-

lo 150, numeral 15, que corresponde al Congreso 
de la República de Colombia, conceder honores 
públicos a los ciudadanos y ciudadanas que le 
hayan servido a la Patria. De ahí que el Senador 
Luis Carlos Avellaneda Tarazona propone a esta 
Corporación que se evoque la memoria del soció-
logo, intelectual, profesor e investigador social, 

doctor Orlando Fals Borda, desplegando recono-
cimientos a un pensador colombiano que enor-
gullece a la nación, en los términos del presente 
proyecto de ley.

Consideraciones del proyecto
El presente proyecto de ley busca rendir un ho-

menaje a la memoria de uno de los más grandes 

intelectual, investigador social y académico de 
Colombia, el doctor Orlando Fals Borda, quien 
estremeció el escenario nacional con su imponen-
te personalidad, equipada con una inteligencia 
insuperable y una vastísima cultura humanística 
forjada en la fuente inagotable de los clásicos. Su 
quehacer público abarcó muchos años de la polí-
tica colombiana.

-
ra intelectual que adelantó y promovió el estudio 

nación y se ubicó en la perspectiva de las posibles 
soluciones vislumbradas en sus investigaciones. 
Estaba convencido de que las ciencias sociales 
y en particular la sociología debían involucrarse 
ineludiblemente en el desarrollo de la Nación co-
lombiana.

Para Wladimir Zabala, su amigo muy cercano, 
-

mente a lo mítico y lo admirable, conociendo su 
disposición para dejar todos sus privilegios por la 
causa del pueblo y dándole un valor supremo a 
los intereses colectivos por encima de los indivi-

-
lectual, Fals Borda fue un hombre justo y brillan-
te que trató de aplicar la justicia y la genialidad a 
la práctica cotidiana con los otros y las otras. 
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Orlando Fals Borda nace en Barranquilla el 11 
de julio de 1925, cursó sus estudios básicos y de 
bachillerato para después, prestar servicio militar 
en la Escuela Militar de Cadetes donde perma-
neció año y medio. Su formación profesional la 
inició en la Universidad de Dubuque en el Estado 
de Iowa-Estados Unidos, donde se graduó en Li-
teratura Inglesa, Música e Historia (1947). Reci-

decisiva en su formación como escritor y heredó 
de su madre el carácter crítico y el interés por los 
problemas sociales. Se formó en la perspectiva de 
la generosidad y de compartir el saber con quien 
tenga la mínima curiosidad por aprender. 

Realizó destacados trabajos sobre el tema ru-
ral en Colombia e impulsó el conocimiento, in-
cipiente hasta entonces, que las ciencias sociales 
nacionales de mediados del siglo XX habían de-
sarrollado al respecto. Entre 1949 y 1951 se des-
empeñó como investigador social y autodidacta 
de la sociología rural, de donde su interés por la 
comunidad de la Vereda de Saucio, en el munici-
pio de Chocontá-Cundinamarca, lo llevó a hacer 

-
sinas y consolidó su tesis de maestría en Socio-
logía en la Universidad de Minessota unos años 
después (1953). En 1955 esta tesis, que ya es un 
clásico de la sociología rural colombiana, fue pu-
blicada en inglés “Peasant societyin the Colom-
bian Andes: a sociological study of the Saucio” y 
luego traducida a varios idiomas.

Más adelante, su interés por las sociedades ru-
rales, el cambio social, la conformación histórica 
del campesinado y su reproducción social, le lle-
varon a trabajar en el departamento de Boyacá, 
donde produjo como tesis de P.h.D en Sociología 
Latinoamericana de la Universidad de Florida 
(1955), “El hombre y la Tierra en Boyacá: Bases 
para una Reforma Agraria” (publicado en 1957), 
libro que se convirtió en hito de los estudios rura-
les en nuestro país.

Durante la Presidencia de Alberto Lleras Ca-
margo, fue nombrado Director General del Mi-
nisterio de Agricultura (1959 y 1961). Desde allí 
Orlando Fals Borda, asesoró la iniciativa de la re-
forma agraria y promovió la creación de las Jun-
tas de Acción Comunal en Colombia. Acompañó 
el proceso organizativo de la primera de ellas en 
la Vereda de Saucio y con este referente redactó 
junto a Camilo Torres Restrepo, el borrador de la 

Acción Comunal del país.
Para Fals Borda fue ineludible el estudio y la 

aplicación de las ciencias sociales en el camino 
de la construcción de Nación, por lo que en 1959, 
junto con Camilo Torres Restrepo, fundó la pri-
mera Facultad de Sociología de América Latina 
en la Universidad Nacional de Colombia. Asumió 
como su Decano hasta 1966, donde contó con la 

corrientes y tendencias como Carlos Escalante 
Angulo, María Cristina Salazar Camacho, Eduar-
do Umaña Luna, Virginia Gutiérrez de Pineda, 
Roberto Pineda, Milciades Chávez, Ernesto Guhl 
y Miguel Fornaguera. Desde allí descubre y pro-
mueve la necesidad de una academia colombiana 
activa y en contacto con las comunidades.

Como un hombre político fue abierto, no le in-
teresaba el poder personal sino la dignidad de las 
comunidades y fue gestor de múltiples proyectos 

-
ción social que, desde aquellas décadas, era ur-
gente en nuestro país.

Paralelo a su interés por el campo colombia-
no y tal vez por eso mismo, el fenómeno de “La 
Violencia” fue otra de sus preocupaciones. Así en 
1962, decide recoger los resultados que había de-
jado la “Comisión Investigadora de las Causas de 
la Violencia” y junto a Monseñor Germán Guz-
mán Campos, quien había liderado la comisión 
mencionada y el abogado Eduardo Umaña Luna, 

-
glo XX para el país: “La violencia en Colombia”. 

Las recomendaciones realizadas por Fals Bor-
da y sus coautores, se convirtieron en una hoja 
de ruta para el análisis de los problemas estruc-
turales de la nación; el libro fue un examen con-
textual de las causas de la violencia, el estudio de 
sus materializaciones y ofreció alternativas para 

-
ce el país. 

Su interés en la temática siguió y años más 
tarde publicó, “La Insurrección en Colombia”, 
otra obra que vislumbró oportunidades para que 
el común de la gente conociera realidades sobre 
el movimiento armado colombiano y nuevas al-

Como investigador social, conocedor de la 
cuestión agraria y experimentado en el trabajo 
con comunidades rurales, el maestro Fals Borda, 
apoyó el proceso organizativo y de retorno a la tie-
rra que agenciaban campesinos, indígenas y afro 
descendientes en los departamentos de Córdoba, 
Sucre y Bolívar. De su incansable labor intelec-
tual en esta región se publicaron los cuatro tomos 
de “Historia Doble de la Costa” (1979-1986), 
admirados por su particular forma de escritura 
y presentación. Fals Borda logró establecer un 
referente en las ciencias sociales latinoamerica-
nas, en términos de la construcción de historias 
regionales. Los cuatro tomos recogen con maes-
tría la vida social de la cultura caribe colombiana, 
convirtiéndose así en un texto completísimo y de 
necesaria consulta por las sucesivas generaciones 
de investigadores/as sociales y del mismo pueblo 
colombiano.

Desde la década de los 70, trabajó con mayor 
intensidad, escribió “El problema de la autono-

 (1972) 
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e impulsó el desarrollo de una metodología in-
vestigativa capaz de rescatar y dialogar con los 
conocimientos propios, trasformadora de las con-
diciones históricas de dominación intelectual, 
material, cultural, económica y política. 

En 1971 promovió la creación de la Fundación 
Rosca de Investigación y Acción Social, que faci-
litaría la construcción de la Investigación Acción 
Participativa (IAP), uno de los más importantes 
legados metodológicos para la academia, los sec-
tores y movimientos sociales; y se escriben libros 
como “Ciencia propia y colonialismo intelec-
tual” (1970); “Causa popular, ciencia popular” 
(1972) y “Por la praxis: el problema de cómo in-
vestigar la realidad para transformarla” (1978). 
Cobra vida entonces una metodología de investi-
gación en la que el intercambio recíproco de en-
tendimientos, garantiza la participación horizon-

la investigación, labrando el empoderamiento de 
esta última a favor de gestionar autónomamente 
su propio porvenir.

El maestro Fals Borda soñaba con un país de 
“negros” en el sentido más digno y respetuoso de 
la palabra. Según su amigo Zabala, quería un pa-
lenque de negros, es decir, un país con la libertad 
absoluta para ser. Para el hombre político la his-
toria de la comunidad afro descendiente es una 
historia de “renacientes”, ya que después de su 
caída (esclavitud), valoraron y amaron más que 
nada su libertad. El hombre político anhelaba el 
país ancestral indígena, el país de la solidaridad, 
el país compartido, amante de lo natural, puro y 
mítico; y de ahí surgían sus propuestas prácti-
cas de ordenamiento del territorio nacional. Fals 
Borda decía que lo que Camilo Torres llamaba la 
“clase popular”, era lo que no era urbano ni rural, 
que no era proletariado pero que a la vez si lo 
era, era el país de las cosas pequeñas pero hechas 
con puro amor. Este hombre soñaba con el país 
de la gente tierna, campesina, con el país de las 
semillas.

Fue a plasmar estas ideas en la Revista Alter-
nativa, la cual fundó en 1974 y refundó en los 
90; a la vez que impulsaba la conformación del 
Centro Estratégico de Pensamiento Alternativo y 
la Revista CEPA, de los que sería Director por va-
rios años. A lo largo de su vida promovió diversas 
iniciativas políticas en las que se destacó su papel 
activo como organizador de procesos. Fue repre-
sentante, electo por voto popular, en la Asamblea 
Nacional Constituyente de 1991, desde la cual 
lideró la Comisión de Ordenamiento Territorial. 
En esta temática se destacan aportes como la for-
mulación de la necesidad de una Ley Orgánica de 
Ordenamiento Territorial, que hasta el momento 
no se ha materializado; y la reivindicación cons-
tante de los alcances políticos de las provincias y 
regiones en lo referente a la Administración Pú-
blica y consolidación de identidades.

En torno a este tema publicó en 1998, “Visión 
de ordenamiento territorial colombiano en el si-
glo XX” y un año más tarde, la “Guía Práctica 
del Ordenamiento Territorial en Colombia”, a 
pesar de que su edad ya rebasaba los 70 años.

Orlando Fals Borda, un esposo amoroso, muy 
unido a su esposa, María Cristina Salazar Cama-
cho, quien fue muy importante en su vida per-
sonal, intelectual y política. No tuvieron hijos o 
hijas, pero aseguraron siempre que sus grandes 
creaciones eran sus libros, porque la creación 
sociológica y política era su trascendencia y su 
familia.

hombre ingenuo, tierno, llamativo, asequible, se-
ductor y apasionado, era magnético con la gente, 
quería ser cantante y tenía una gran capacidad 
para compartir, no solo el saber. 

Se desempeñó como consultor de la Organi-
zación de Estados Americanos (OEA) en Brasil 
(1955), fue Presidente del Primer Consejo Téc-
nico Nacional de Reforma Agraria en Colombia, 
Director General del Ministerio de Agricultura 
(1959-1961), Director de la Fundación Rosca 
(1970-1975), Secretario General de la Comisión 
de Ordenamiento Territorial (1992) del Senado. 
Y durante sus últimos años de vida, ocupó el car-
go de Presidente Honorario del Polo Democráti-
co Alternativo.

-
ciedad, y su destacada labor académica y política, 
le merecieron reconocimientos y condecoracio-
nes que recibió de prestigiosas instituciones aca-
démicas y políticas, nacionales e internacionales. 
Fue ganador dos veces del “Premio Guggenhe-
im”; distinguido también con el Premio “Bruno 
Kreisky” en 1981 y con el Premio “Hoffman” de 
las Naciones Unidas en 1984. 

Premio Nacional 
 (UNAD 

2002); fue condecorado con el Premio “Malli-
nowsky” (2007), por la Sociedad de Antropolo-
gía Aplicada de Norteamérica, por su trabajo “In-
vestigación Acción Participativa en el Mundo” 
(IAP), convirtiéndose en el primer galardonado 
por esta asociación, que no es nacido en Norte-
américa; recibió también el Premio Diskin en el 
año 2007, concedido por la Latinoamerican Stu-
dies Asociation, Asociación de Estudios Latinoa-
mericanos (LASA), la más importante institución 
del hemisferio, incluyendo Estados Unidos y Ca-
nadá, en el estudio de asuntos antropológicos y 
sociológicos, por avances en IAP; Profesor Emé-
rito y Doctor Honoris Causa de la Universidad 
Nacional de Colombia y de la Universidad Cen-
tral de Venezuela; fue galardonado con la “Orden 
Gerardo Molina” de la Universidad Nacional de 
Colombia; condecorado con la “Gran Cruz de 
Boyacá”, máxima distinción que entrega la Re-
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pública de Colombia a ciudadanos y ciudadanas 
eminentes, en febrero de 2007; la Cámara de Re-
presentantes, le impuso la “Orden en Grado de 
Gran Cruz” con placa de oro, por su permanen-
te trabajo en el desarrollo de materias esenciales 
como el ordenamiento territorial.

En este orden de ideas, no cabe duda que el 
gran pensador Orlando Fals Borda fue y será un 
actor social y político colombiano que dejó hue-
lla en la vida académica y social del país, por lo 
tanto debo decir que este proyecto de ley preten-
de rendir un homenaje a su vida, a su obra y en su 
memoria, por ser un hombre inspirador. 

Proposición
Por lo anterior, presento a consideración de la 

Comisión Segunda del Senado, la ponencia para 
primer debate del Proyecto de ley número 29 de 
Senado, por la cual el Congreso de la República 
de Colombia rinde homenaje a la memoria del 
sociólogo, intelectual, académico, investigador 
social y profesor Orlando Fals Borda, en reco-
nocimiento a su vida, obra y aportes en la cons-
trucción del país.

Camilo Romero,
Senador Ponente.

* * *
PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 72  

DE 2012 SENADO 
por la cual se reforman algunas disposiciones 
del Sistema General de Pensiones, previsto en 
las Leyes 797 de 2003 y 100 de 1993 y se dictan 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., 26 de noviembre de 2012 
Doctor
EDINSON DELGADO RUIZ
Vicepresidente
Comisión Séptima Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad
Respetado señor Vicepresidente: 
De conformidad con lo dispuesto en los ar-

tículos 150, 153 y 156 de la Ley 5ª de 1992, con 
todo respeto, nos permitimos poner a considera-
ción para discusión y aprobación el informe de 
ponencia para primer debate al Proyecto de 
ley número 072 de 2012 Senado, por la cual se 
reforman algunas disposiciones del Sistema Ge-
neral de Pensiones, previsto en las Leyes 797 de 
2003 y 100 de 1993 y se dictan otras disposicio-
nes, para lo cual fuimos designados por la Mesa 
Directiva de la Comisión Séptima Constitucional 
Permanente del honorable Senado de la Repúbli-
ca, ponencia que sustentaremos en los términos 
expuestos a continuación.

Cordialmente, 
Antonio José Correa Jiménez, Gabriel Zapata 

Correa, Jorge Eliécer Ballesteros Bernier, Sena-
dores de la República.

I. Antecedentes del proyecto de ley
1. El proyecto de ley que nos ocupa es de ori-

gen congresional, presentado a consideración de 
la honorable Comisión Séptima del Senado, por 
el honorable Senador Armando Benedetti Villa-
neda. 

2. Cabe precisar, que el presente proyecto de 
ley fue presentado por el Senador Luis Fernando 
Duque en el año 2010 y tramitado en el Senado. 
Pero, posteriormente, pese a que fue estudiado 
por la Comisión Séptima de la Cámara de Re-
presentantes, no alcanzó a cumplir el trámite 

3. Este proyecto fue radicado en la Secreta-
ría del Senado de la República, el 9 de agosto de 
2012.

4. El 15 de agosto del presente año, la iniciati-
va fue radicada en Secretaría de la Comisión Sép-
tima del Senado.

Mesa Directiva de la Comisión Séptima de Sena-
do designó como Ponentes a los honorables Se-
nadores Gabriel Zapata Correa, Antonio Correa 
Jiménez y Jorge Ballesteros Bernier.

II. Objeto del proyecto de ley
De conformidad con el articulado y la expo-

sición de motivos de la presente iniciativa legis-
lativa, el objeto de este proyecto es ofrecer con-
diciones reales para que algunos periodistas, con 
ciertas características, reciban la pensión especial 
que se estipula en los Decretos número 1281 de 
1994, por el cual se reglamentan las activida-
des de alto riesgo; y número 2090 de 2003, por 

del régimen de pensiones de los trabajadores que 
laboran en dichas actividades; proferidos por el 
Gobierno Nacional.

III. Descripción general del proyecto de ley
El presente proyecto de ley contiene cuatro 

artículos, mediante los cuales se pretenden refor-
mar algunas disposiciones del Sistema General 
de Pensiones, previsto en las Leyes 100 de 1993 
y 797 de 2003. 

El primer artículo, trata acerca de las perso-

La Ley 100 de 1993 le otorgó al Presidente 
de la República la facultad para establecer cuáles 
eran las actividades de alto riesgo y, en función 
de ella, determinar pensiones especiales para las 
personas que desarrollaran actividades de alto 
riesgo.
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Posteriormente, con la expedición del Decre-
to número 1281 del año 1994, se establecieron 
las actividades de alto riesgo, la cual trajo como 
consecuencia que se generara una pensión espe-
cial de vejez para los periodistas, puesto que los 
periodistas desarrollan actividades de alto riesgo. 
Por tal motivo, en este primer artículo se hace 
mención al régimen especial de pensiones de in-
validez de sobrevivientes y de vejez para los pe-
riodistas.

El artículo segundo, trae las condiciones y 
los requisitos que se exigen para tener derecho 

de periodista, donde hay que tener en cuenta lo 
manifestado por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-087 de 1998, decisión que se acogió 
en el presente proyecto de ley, el cual establece 
que cuando se habla de periodista no obedece de 
manera restrictiva a la labor que se cumple única-
mente y exclusivamente en un medio de comuni-
cación social, ni mucho menos a una jerarquía en 
particular desplegada por el trabajador, sino a la 
exteriorización reiterada inherente a la profesión, 

existiendo libertad probatoria para su demostra-
ción, según el principio de la realidad sobre las 
formas constitucionalmente consagrado y sobre 
el tiempo de cotización que se tendrá en cuenta. 

El tercer artículo
de que trata esta ley, no se perderá por el simple 
hecho de haberse cambiado del régimen de prima 

-
vidual o viceversa. 

Y, por último, el artículo cuarto, prevé sobre 
la vigencia de la presente ley, la cual rige a partir 
de su promulgación y deroga todas aquellas dis-
posiciones que le sean contrarias.

IV. Marco jurídico del proyecto de ley
-

cia cumple con lo establecido en el artículo 140 
numeral 1 de la Ley 5ª de 1992, pues se trata de 
una iniciativa Congresional presentada, indivi-
dualmente, por el honorable Senador Armando 
Benedetti Villaneda.

Cumple además con los artículos 154, 157, 
158 y 169 de la Constitución Política, referentes 
a la iniciativa legislativa, formalidades de publi-
cidad, unidad de materia y título de la ley. Así 
mismo, es coherente con el artículo 150 numeral 

de las funciones del Congreso está la de hacer las 
leyes.

V. Fundamentos Constitucionales y Legales
En la Constitución Política se encuentran va-

rias disposiciones que sustentan esta iniciativa: 
Artículo 1°. Colombia es un Estado Social de 

Derecho, …, fundada en el respeto de la digni-

dad humana, en el trabajo y la solidaridad de las 
personas que la integran y en la prevalencia del 
interés general. 

Artículo 2°. (…) Las autoridades de la Repú-
blica están instituidas para proteger a todas las 
personas residentes en Colombia, en su vida, 
honra, bienes, creencias y demás derechos y li-
bertades, y para asegurar el cumplimiento de los 
deberes sociales del Estado y de los particulares.

Artículo 20. Se garantiza a toda persona la li-
bertad de expresar y difundir su pensamiento y 
opiniones, la de informar y recibir información 
veraz e imparcial, y la de fundar medios masivos 
de comunicación.

Artículo 53. El Congreso expedirá el Estatu-
to del Trabajo. La ley correspondiente tendrá en 
cuenta por lo menos los siguientes principios mí-
nimos fundamentales:

…, primacía de la realidad sobre las formali-
dades establecidas por los sujetos de las relacio-
nes laborales; garantía a la seguridad social,…

Artículo 73. La actividad periodística gozará 
de protección para garantizar su libertad e inde-
pendencia profesional.

Regulación que no se agota con la simple lec-
tura textual o exegética del articulado constitucio-

por Colombia, recomendaciones por parte de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH), la Organización Internacional del Tra-
bajo (OIT), y hacen parte del llamado bloque de 
Constitucionalidad1.

– Por otra parte, el ordenamiento jurídico es 
claro en destacar la importancia y los riesgos que 
trae consigo la práctica del periodismo. Por ende, 
a continuación se traen algunas de esas norma-
tivas:

1. Decreto número 1281 de 1994 del 2 de ju-
nio, por el cual se reglamentaban las actividades 
1 -

ma Corporación de la siguiente manera en la Sentencia 
C-225 de 1995, con ponencia del Magistrado Alejandro 
Martínez Caballero: -
cipios que, sin aparecer formalmente en el articulado 
del texto constitucional, son utilizados como paráme-
tros del control de constitucionalidad de las leyes, por 
cuanto han sido normativamente integrados a la cons-
titución, por diversas y por mandato de la misma cons-
titución”. A su turno, se encuentra bajo el radio de vi-
gencia del principio de la supremacía y preeminencia de 
la Carta Fundamental, enmarcado en la Sentencia C-560 
de 1999, Magistrado Ponente Carlos Gaviria Díaz: “La 
integridad y supremacía de la Constitución ha sido con-
siderada como “un derecho fundamental de las perso-
nas que bajo distintas formas se concede a ellas por la 
Constitución para vigilar su cumplimiento y obtener, 
cuando no sea así, que los poderes públicos ejerzan sus 
competencias dentro de los límites de la Constitución, se 
inspiren en sus valores y principios y respeten, en todas 
las circunstancias, los derechos y garantías de las per-
sonas”.
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de alto riesgo: (en el cual estableció en su Capí-
tulo II el Régimen Especial de Pensiones para los 
Periodistas2).

“Artículo 9º. Pensiones especiales para pe-
riodistas. Los periodistas con tarjeta profesional 
dependientes tendrán derecho a una pensión es-
pecial de invalidez o de sobrevivientes, cuando 
reúnan los requisitos establecidos para cada una 
de ellas en la Ley 100 de 1993 y sus decretos re-
glamentarios. Estas pensiones especiales se liqui-
darán aumentando el ingreso base de liquidación 
de que trata el artículo 21 de la Ley 100 de 1993, 
aumentada en un 0.5%. Este aumento será a car-
go del respectivo empleador. 

Artículo 11. Régimen de transición para los 
periodistas para acceder a la pensión especial 
de vejez3. La edad de los periodistas con tarjeta 
profesional para acceder a la pensión especial de 
vejez será de 55 años, con 1.250 semanas cotiza-
das, para aquellos que al momento de entrar en 
vigencia este decreto tengan treinta y cinco (35) o 
más años de edad si son mujeres, o cuarenta (40) 
o más años de edad si son hombres, o quince (15) 
o más años de servicios cotizados. 

La edad para reconocimiento de la pensión 
especial de vejez se disminuirá un (1) año por 
cada sesenta (60) semanas de cotización especial, 
adicionales a las primeras mil (1.000) semanas, 
sin que dicha edad pueda ser inferior a cincuenta 
(50) años. 

2. Decreto número 1837 de 1994, que modi-
-

tener la pensión especial de vejez para los perio-

allí descrito. Serán los siguientes: 
2 La protección constitucional especial que subyace del 

ordenamiento jurídico en relación con los periodistas, es 
-

distas, sujetos especialmente protegidos por la Constitu-
ción debido no solo a su papel trascendental dentro de 
una democracia sino a la necesidad de ampararlos fren-
te a los riesgos a los cuales están expuestos en el contex-

el patrón de asesinatos de periodistas que cubren asun-

esta perspectiva, los periodistas que no trabajan para un 
medio masivo de comunicación se encuentran aún más 
expuestos” Sentencia honorable Corte Constitucional 
C-333 de 2003 M. P. Clara Inés Vargas Hernández.

3 Ver entre otras la Sentencia T- 923 de 2003 M. P. Eduar-

manera: “permitir que aquellos individuos que tenían la 

bajo ciertos imperativos, no se vean sorprendidos por 
-

ción de un régimen de transición constituye entonces un 
mecanismo de protección para que los cambios produci-
dos por un tránsito legislativo no afecten desmesurada-
mente a quienes, si bien no han adquirido el derecho a la 
pensión, por no haber cumplido los requisitos para ello, 
tienen una expectativa legítima de adquirir ese derecho, 
por estar próximos a cumplir los requisitos para pensio-
narse, en el momento del tránsito legislativo”.

1. Tener tarjeta profesional vigente, expedida 
por autoridad competente. 

2. Haber cumplido 55 años de edad. 
No obstante y de conformidad con lo estable-

cido por el inciso 2° del artículo 11 del Decreto 
número 1281 de 1994, por cada 60 semanas adi-
cionales de cotización a las primeras 1.000 sema-
nas, se disminuirá este requisito en un año, sin 
que la edad de pensionamiento pueda ser inferior 
a 50 años. 

3. Haber cotizado un mínimo de 1.250 se- 
manas. 

Parágrafo. En aplicación del literal f) del ar-
tículo 13 de la Ley 100 de 1993, para el recono-
cimiento de las pensiones previstas en este decre-
to, se tendrán en cuenta la suma de las semanas 
cotizadas con anterioridad a la vigencia de dicha 
ley, al Instituto de Seguros Sociales o a cualquier 
otra caja, fondo o entidad del sector público, o 
el tiempo de servicio como servidores públicos, 
cualquiera sea el número de semanas cotizadas o 
el tiempo de servicio. 

Artículo 3°. Cómputo de semanas cotizadas. 
De conformidad con lo previsto en el artículo 3° 
de la Ley 51 de 1975, y para los efectos del nu-
meral 3 del artículo precedente, el cómputo de 
semanas cotizadas se debe contabilizar partiendo 
de cinco años o tres anteriores a la vigencia de 
dicha ley, según se haya tenido en cuenta para la 

el literal b) o c) del mismo artículo 3° citado, de 

expida el Ministerio de Educación Nacional. 
3. Decreto número 1388 de 1995, de agos-

to 18, por el cual se reglamenta parcialmente el 
-

mente el Decreto número 1837 de 1994. 
“Artículo 1°. El presente decreto se aplica para 

el reconocimiento de las pensiones de vejez o ju-

General de Pensiones, que al momento de entrar 
en vigencia el Decreto  número 1281 de 1994 te-
nían 35 años o más de edad si son mujeres, o 40 
años o más de edad si son hombres, o 15 o más 
años de servicios cotizados, y que hayan obtenido 
su tarjeta profesional de conformidad con la Ley 
51 de 1975 y el Decreto número 733 de 1976”. 

“Para los efectos de este decreto, se entiende 
por periodista con tarjeta profesional vigente, 

en un medio de comunicación social, se dedica 
al ejercicio de labores intelectuales, tales como 
jefe, subjefe, asistente de la jefatura y subjefe, y 
coordinador de información de redacción: jefe, 
subjefe, y asistente de sección especializada en 
redacción o corresponsales; articulista de planta, 
corresponsal de publicaciones nacionales o ex-

corrector de estilo, diagramador y caricaturista”. 
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Artículo 2°. El artículo 2° del Decreto número 
1837 de 1994 quedará así: 

“Artículo 2°. Requisitos para obtener la pen-
sión de vejez. 

“En desarrollo del artículo 11 del Decreto nú-
mero 1281 de 1994, los requisitos para obtener 
la pensión especial de vejez para los periodistas 

descrito, serán los siguientes: 
“1. Tener tarjeta profesional vigente, expedida 

por autoridad competente”. 
“2. Haber cumplido 55 años de edad”. 
“No obstante y de conformidad con lo estable-

cido por el inciso 2° del artículo 11 del Decreto 
número 1281 de 1994, por cada 60 semanas adi-
cionales de cotización a las primeras 1.000 sema-
nas, se disminuirá este requisito en un año, sin 
que la edad de pensionamiento pueda ser inferior 
a 50 años”. 

“3. Haber cotizado un mínimo de 1.250 se-
manas”.

1° del 
Decreto número 1548 de 1998. El nuevo texto 
es el siguiente: Para la aplicación del régimen de 
transición creado para que los periodistas accedan 
a la pensión especial de vejez de que trata el artí-
culo 11 del Decreto-ley 1281 de 1994, se tendrá 
en cuenta la suma de las semanas cotizadas con 
anterioridad a la vigencia de dicha ley, al Instituto 
de Seguros Sociales o a cualquier Caja, Fondo o 
Entidad del sector público, así como el tiempo 
de servicio como servidores públicos cualquiera 
sea el cargo desempeñado, el número de semanas 
cotizadas o el tiempo de servicio”.

4. Decreto número 2090 de 2003, del 26 de 
julio, 
alto riesgo para la salud del trabajador y se mo-

-
-

dores que laboran en dichas actividades.
Artículo 6°. Régimen de transición. Quienes 

a la fecha de entrada en vigencia del presente 
decreto hubieren cotizado cuando menos 500 
semanas de cotización especial, tendrán derecho 
a que, una vez cumplido el número mínimo de 
semanas exigido por la Ley 797 de 2003 para 
acceder a la pensión, esta les sea reconocida en 
las mismas condiciones establecidas en las nor-
mas anteriores que regulaban las actividades de 
alto riesgo.

Parágrafo. Para poder ejercer los derechos 
que se establecen en el presente decreto cuando 
las personas se encuentren cubiertas por el régi-
men de transición, deberán cumplir en adición a 
los requisitos especiales aquí señalados, los pre-
vistos por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

2003.

5. Ley 1016 de 2006 
Artículo 1º. Objeto. Esta ley tiene por objeto la 

adopción de normas legales, con meros propósi-
tos declarativos, para la protección laboral y so-

su libertad e independencia profesional.
Artículo 5º. Efectos legales. Las normas lega-

les que amparan el ejercicio del periodismo serán 
aplicables en su integridad a los profesionales 
que ejercen dicha actividad bajo las distintas de-
nominaciones de que trata la presente ley.

Parágrafo. También, para todos los efectos 
legales, se reconocerá la categoría profesional, 
con miras a la protección laboral y social, a las 
personas que acrediten el ejercicio de su activi-
dad como periodistas o comunicadores ante el 
Ministerio de la Protección Social, o ante la en-
tidad que haga sus veces, o ante las instituciones 
de educación superior legalmente reconocidas, 
empresas de comunicación y organizaciones gre-
miales o sindicales del sector. Para los efectos de 
este reconocimiento, se tendrán como medios de 
prueba las acreditaciones académicas, laborales, 
gremiales y sindicales del sector. Tales acredita-
ciones se expedirán a partir de criterios objetivos, 

Artículo 6º. Igualmente, declárase el día cua-
tro (4) de agosto de todos los años como el Día 
del Periodista y Comunicador en conmemoración 
de la primera publicación de la Declaración de 
los Derechos del Hombre, realizada el 4 de agos-
to de 1794 por Antonio Nariño, Precursor de la 
Independencia.

– Así mismo, la honorable Corte Constitucio-
nal ha sostenido, en relación con los periodistas, 
lo siguiente4:

“
sujetos especialmente protegidos por la Consti-
tución debido no solo a su papel trascendental 
dentro de una democracia sino a la necesidad de 
ampararlos frente a los riesgos a los cuales están 
expuestos en el contexto colombiano por la situa-

-
natos de periodistas que cubren asuntos inclusive 

perspectiva, los periodistas que no trabajan para 
un medio masivo de comunicación se encuentran 
aún más expuestos”. 

VI. Consideraciones generales del proyecto  
de ley

Tomando como referencia los argumentos ex-
puestos por el autor de la iniciativa en la expo-
sición de motivos, podemos anotar lo siguiente:

El ejercicio del periodismo en Colombia ha 
tenido una evolución a lo largo de las últimas dé-
cadas, en especial con el advenimiento de la tec-
4 Sentencia C-333 de 2003. M. P. doctora  Clara Inés Var-

gas Hernández.
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nología que ha motivado a su vez, cambios dra-
máticos en la conformación y desarrollo de los 
sistemas informativos, así como en la reportería, 

La labor de informar a partir de la generación 
de contenidos por todos los medios existentes en 
Colombia está amparada en nuestra Constitución 
y nuestras leyes. Por ejemplo, en normas supe-
riores como el artículo 20, sobre la libertad de 
expresión; 73, de garantía y protección al ejerci-
cio profesional y 74, del secreto profesional in-
violable.

La labor de periodistas5, camarógrafos, re-

Comunicación Social y Audiovisual, es a su vez 
especial en Colombia, por muchas razones, pero 
ante todo por los riesgos y amenazas que implica 

que se originó décadas atrás. 
Cumplir la labor de periodista, especialmente 

en las regiones más azotadas por el accionar de 
los grupos al margen de la ley o donde campea 
la corrupción o cubrir temas de orden público, de 
orden político o de derechos humanos, para citar 
solo algunos ejemplos, es una tarea que no está 
excenta de riesgos latentes y peligros constantes. 

lo que ya han denunciado organismos como la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
de la OEA, acerca de presiones, censuras y au-
tocensuras, amenazas y asesinatos de periodistas 
y/o comunicadores sociales y visuales en el país, 
y mucho menos se contemplan medidas taxativas 
de protección social para un gremio como es el de 
los periodistas.

La Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos, de la OEA, ha sido explícita en cuanto 
a la difícil situación que soportan los periodistas 
en América Latina, y a pesar de reconocer algu-
nos avances en materia de seguridad por parte de 
los Estados sigue insistiendo en la lentitud en los 
procesos e investigaciones que deriven en medi-
das judiciales con respecto a estos crímenes.
5 La honorable Corte Constitucional en la Sentencia C-087 

de 1998 M. P. Carlos Gaviria Díaz, declaró inexequible 
la Ley 51 de 1975, por medio de la cual se reglamentaba 
el ejercicio del periodismo, que en su artículo 4° crea-
ba la tarjeta profesional del periodista como documento 
legal que acreditaba a su tenedor como tal, manifestan-
do en su momento que hoy en día EXISTE LIBERTAD 
PROBATORIA para demostrar la calidad de periodista 
profesional, sin que dicha tarjeta fuera el único medio 

-
nalidad de la Ley 51 de 1975 se fundamentó en que este 
ordenamiento legal violaba las libertades de opinión e 
información, pues la regulación del ejercicio del perio-
dismo allí contenida restringía el ejercicio de dichas li-
bertades por razones de idoneidad intelectual o de pre-
paración académica.  Al respecto la Corte dijo que del 
ejercicio de esos derechos fundamentales –universales 
por naturaleza–, no puede hacerse una práctica profesio-
nal a la que solo pueden acceder unos pocos. 

Entre 1995 y 2005 fueron asesinados 157 pe-
riodistas en 19 países de la región por motivos 
que pudieran estar relacionados con el ejercicio 

solo en 32 de estos casos se había producido al-
gún tipo de sentencia condenatoria, de acuerdo al 
Estudio Especial sobre la Situación de las Inves-
tigaciones sobre el Asesinato de Periodistas en el 
Período 1995-2005.

La mayor cantidad se concentró en Colombia, 
Brasil y México, según la investigación realizada 
en este estudio. En Colombia, 75 reporteros fue-
ron asesinados, y apenas en 7 de esos casos ha 
habido algún tipo de sentencia condenatoria. El 
último reporte de la Fundación para la Libertad 
de Prensa (Flip) señala que desde 2002 hasta la 
fecha han sido asesinados 27 periodistas en nues-
tro país. 

En cuanto a Brasil, de los 23 asesinatos contra 
comunicadores sociales, en solo 9 se han dictado 
sentencias condenatorias. De los 20 asesinatos de 
reporteros ocurridos en México, únicamente en 4 
se han producido sentencias condenatorias. A su 
vez, en Guatemala no se habría producido sen-
tencia condenatoria en ninguno de los 9 casos, 
mientras que en Haití, en tan solo 2 de los 6 casos 
se han dictado sentencias condenatorias.

En el estudio, aprobado por la Comisión Inte-
ramericana de Derechos Humanos en marzo de 
2008, la Relatoría Especial resalta, en general, 
que las investigaciones de estos asesinatos han 
sido excesivamente lentas. La mayoría de ellas 

-
frentan obstáculos y no han permitido el escla-
recimiento de los hechos o arribar a sentencias 
condenatorias. Según el estudio, en los 32 casos 
que han registrado algún tipo de sentencia conde-
natoria, estas no siempre se han hecho efectivas, 
ni necesariamente han comprendido a todos los 
responsables materiales e intelectuales de los ase-
sinatos.

Ante la situación que describe el Estudio Es-
pecial de Asesinatos a Periodistas, la Relatoría 
Especial insta a los Estados Miembros de la OEA 
a que le otorguen la máxima prioridad política a 
atender y resolver la situación de impunidad de 
los asesinatos cometidos contra periodistas. Pide 
que hagan investigaciones imparciales, serias y 
diligentes que resulten en el esclarecimiento de 

materiales e intelectuales, su captura, su enjui-
ciamiento y su sanción efectiva. También sugiere 
que se fortalezcan las dependencias encargadas 
de investigar los asesinatos de comunicadores 
sociales, que se remuevan los obstáculos que im-
piden el normal desarrollo de las investigaciones, 
así como que se garantice la seguridad de los tes-

y abogados. Además, exhorta a los Estados a que 
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adopten medidas para proteger a los reporteros 
amenazados para evitar que atenten contra sus 
vidas.

“La presencia de formas más sutiles de afec-
tar la libertad de expresión que observamos en la 
región, como por ejemplo los procesos penales 
contra comunicadores, la asignación de la pu-

medios de comunicación, la asignación o revo-
cación arbitraria de frecuencias radioeléctricas, 

-
ciales, y las afectaciones al pluralismo deriva-
das de monopolios, o concentración creciente, 
de propiedad en los medios de comunicación, ya 
sea por parte de Estados, de individuos o de em-
presas, no nos debe hacer perder de vista que en 
las Américas se sigue matando a los periodistas, 
y que la gran mayoría de esos asesinatos quedan 
en la impunidad”, dijo en su momento el Relator 
Especial, Ignacio J. Álvarez.

El señor Álvarez también pone de presente: 
“Estamos conscientes que muchos asesinatos 

-
mas del crimen organizado, de paramilitares y de 
grupos armados disidentes. Sin embargo, la in-
vestigación y sanción de los casos corresponde 
a los Estados, a través de sus tribunales y demás 
órganos competentes. La impunidad es responsa-
bilidad de los Estados”.

En Colombia las formas más sutiles de las ba-
rreras a la libertad de expresión y las amenazas a 
quienes la ejercen las acaba de presentar la FLIP 
en un documento de 2011 titulado: “¿La censu-
ra en las regiones llegó para quedarse?”. Dice la 
FLIP: 

“Luego de documentar 131 casos y de hablar 
con más de 300 periodistas durante el año, la 
FLIP ve con preocupación que es evidente la sen-
sación de miedo entre los medios locales, donde 
muchos sectores de la prensa han preferido silen-
ciarse sin que medie el riesgo. La alianza entre 
grupos armados ilegales, la minería ilegal, el mi-

los temas que los periodistas locales reconocen 
que no están cubriendo por temor a las reacciones 
violentas”. 

El informe resalta que de todas formas se si-
guen presentado ataques directos contra periodis-
tas, advierte que especial atención merece la si-
tuación en los departamentos de Antioquia, Cau-
ca, Cesar y Magdalena. En 2011 fue asesinado el 
periodista Luis Eduardo Gómez en Arboletes, en 
el Urabá antioqueño. Gómez era un reconocido y 
crítico periodista en una región con alta presencia 
de bandas criminales.

La FLIP, además, documentó 94 casos de 
amenazas a periodistas en todo el país, la cifra 

más alta de los últimos cinco años; el exilio de 
dos reporteros; y el atentado a dos medios de co-
municación. Desde el 2002, la FLIP ha registrado 
1.261 agresiones contra periodistas”. 

Lo anterior, pone en evidencia la necesidad de 
garantizar un marco especial de pensiones, como 
una de las medidas a favor de este grupo de per-
sonas que se dedican a la actividad del periodis-
mo. No obstante, que la Ley 797 de 2003 y el 
Decreto número 2093, hayan hecho un deslinde 
desafortunado entre los riesgos profesionales, de-

internacionales, y los peligros -más altos en la es-

el periodismo en Colombia.
Vale traer a colación, además, apartes de la 

ponencia sometida a la Comisión Séptima de la 
Cámara, en la que se sustentó con claridad las ra-
zones por las cuales el Decreto número 2090 de 

-
pecial para periodistas por ser profesión de alto 
riesgo: 

“Analizado el Decreto número 1281 de 1994, 

riesgo para los periodistas, consideramos que el 
régimen de transición establecido en el artículo 
6º del Decreto-ley 2090 de 2003 es aplicable a 
las personas que desempeñen la actividad de pe-
riodista, siempre y cuando cumplan con las pre-
cisiones indicadas en un concepto emitido por la 
Dirección General de Regulación Económica de 
la Seguridad Social del Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público y la Dirección General de Segu-
ridad Económica y Pensiones, dirigido a la Vice-
presidencia de Pensiones del Instituto de Seguros 
Sociales, en el cual se señaló: 

“Podemos concluir de todo lo anterior que los 
periodistas que a 1º de abril de 1994 tenían 35 
años de edad si son mujeres o 40 años de edad si 
son hombres o 15 años de servicios laborados o 
cotizados en dicha actividad 468 semanas cotiza-
das como periodista entre el 22 de junio de 1994 
y el 28 de julio de 2003 y que cumplan el número 
de semanas establecido por la Ley 797 de 2003, 
de las cuales 1.000 sean en la actividad de perio-
dista, tienen la expectativa legítima de adquirir 
el derecho a pensionarse una vez cumplan con la 
edad exigida en el Decreto número 1281 de 1994, 
así la cumpla con posterioridad a la expedición 
del Decreto número 2090 de 2003”.

“En el mismo concepto se señaló que:
“Sin embargo, el artículo 6º del Decreto nú-

mero 2090 de 2003 establece un régimen de tran-
sición para aquellas personas que laboraban en 
aquellas actividades catalogadas como de alto 
riesgo por el Decreto número 1281 de 1994 y 
que contaran con 500 semanas de cotización 
especial. Estas personas tendrán derecho a pen-
sionarse una vez cumplido el número mínimo de 
semanas determinado por el artículo 33 de la Ley 
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Ley 797 de 2003 para acceder a la pensión, con 
las mismas condiciones establecidas en las nor-
mas anteriores que regulaban las actividades de 
alto riesgo. Adicionalmente, se les exige cumplir 
con los requisitos del artículo 36 de la Ley 100 
de 1993; es decir, contar con 35 años de edad 
si es mujer o 40 años si es hombre o 15 años de 
servicio al 1° de abril de 1994, fecha de entrada 
en vigencia la Ley 100 de 1993”.

Finalmente, cuesta señalar que este proyecto 
supera una innecesaria interpretación jurídica, 
entorno a la demostración de la calidad de perio-
dista incorporándose el principio de la libertad 
probatoria, dejando claro, además, que la profe-
sión de periodista no depende inexorablemente 
de la vinculación a un medio de comunicación 
masivo, ni a una determinada jerarquía desempe-
ñada, sino a la labor efectivamente realizada por 
el trabajador, propia de esta profesión liberal y 
reconocida por la sociedad. 

VII. Conclusiones
Así, como se manifestó en la exposición de 

motivos del presente proyecto de ley, es esta una 
oportunidad excepcional para que el Congreso, 
respetuoso de la libertad de expresión, subsane el 
vacío o yerro normativo, para reconocer un dere-
cho legítimo a un grupo de colombianos que no 
supera los 200. Por lo demás, los derechos que se 
proponen aplicar ya han sido reconocidos según 
se analizó anteriormente. 

Como ya lo dijo este mismo Congreso durante 
el trámite de la fallida ley, “de no aprobarse el 
presente proyecto de ley tendríamos un decreto 
que promete derechos pero que realmente encie-

El Congreso debería abordar esta iniciativa sin 
perjuicio de que el Ejecutivo presente una nueva 
reforma pensional, puesto que no se está crean-
do un nuevo régimen excepcional sino dándole 
soporte legal a unos derechos que ya habían sido 
reconocidos por el Estado, entre otras razones 
para darle tratamiento especial a una profesión 
que está expuesta a serios riesgos y amenazas en 
el país. 

VIII. Proposición
Por las consideraciones plasmadas en la pre-

sente ponencia, nos permitimos rendir informe 
de ponencia favorable para primer debate ante 
la Comisión Séptima Constitucional Permanente 
del honorable Senado de la República, al Proyec-
to de ley número 072 de 2012 Senado, por la cual 
se reforman algunas disposiciones del Sistema 
General de Pensiones, previsto en las Leyes 797 
de 2003 y 100 de 1993 y se dictan otras dispo-
siciones; solicitamos a los honorables Senadores 
proceder a su discusión y aprobación. 

De los honorables Senadores, 
Antonio José Correa Jiménez, Gabriel Zapata 

Correa, Jorge Eliécer Ballesteros Bernier, Sena-
dores de la República.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los veintisiete (27) días del 

mes de noviembre año dos mil doce (2012).
En la presente fecha se autoriza la publicación 

en la Gaceta del Congreso, el informe de ponen-
cia para primer debate y texto propuesto para pri-
mer debate, en dieciséis (16) folios, al Proyecto 
de ley número 72 de 2012 Senado, por la cual 
se reforman algunas disposiciones del Sistema 
General de Pensiones, previsto en las Leyes 797 
de 2003 y 100 de 1993 y se dictan otras disposi-
ciones. Autoría del proyecto de ley del honorable 
Senador Armando Benedetti. 

El Secretario,
Jesús María España Vergara.

IX. TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

72 DE 2012 SENADO
por la cual se reforman algunas disposiciones 
del Sistema General de Pensiones, previsto en 
las Leyes 797 de 2003 y 100 de 1993 y se dictan 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Adiciónense los siguientes artícu-

los nuevos a la Ley 797 de 2003, así:
Artículo nuevo. Que será el 23 A de la ley, 

así:
Las personas amparadas por las normas del 

Capítulo II, Régimen Especial de Pensiones de 
Invalidez de Sobrevivientes y de Vejez para Pe-
riodistas, artículo 9º y siguientes del Decreto nú-
mero 1281 de 1994, con vigencia prorrogada por 
el régimen de transición previsto en el artículo 6º 
del Decreto número 2090 de 2003, podrán acce-
der a las mismas si a 28 de julio de 2003 tenían 
cuatrocientas sesenta y ocho (468) semanas de 
servicios cotizadas.

Artículo nuevo, que será el 23 B de la ley, así:
Cuando las personas previstas en el artículo 

anterior cumplan con las semanas de cotización 
mínimas exigidas podrán acceder a la pensión es-
pecial de periodista así cumplan la edad exigida 
en el Decreto número 1281 de 1994 con posterio-
ridad a la expedición del Decreto número 2090 
de 2003.

Artículo 2º. Adiciónense dos parágrafos al ar-
tículo 9º de la Ley 797 de 2003, con los siguien-
tes textos:



GACETA DEL CONGRESO  887  Miércoles, 5 de diciembre de 2012 Página 11

Parágrafo 5º. Condiciones y requisitos para 
tener derecho a la pensión especial de perio- 
distas:

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años 
de edad que se disminuirá en un (1) año por cada 
sesenta (60) semanas adicionales a las primeras 
mil (1.000) sin que la edad pueda ser inferior a 
cincuenta (50) años.

2. Haber cotizado el número mínimo de sema-
nas establecido para el Sistema General de Se-

artículo 33 de la Ley 100 de 1993.

obedece de manera restrictiva a la labor que se 
cumple única y exclusivamente en un medio de 
comunicación social, ni mucho menos a una je-
rarquía en particular desplegada por el trabajador, 
sino a la exteriorización reiterada inherente a la 

la sociedad, existiendo libertad probatoria para 
su demostración, según el principio de la reali-
dad sobre las formas constitucionalmente consa-
grado. 

Parágrafo 7°. Para efectos del reconocimien-
to de la pensión especial de periodista, el tiempo 
de cotización a considerar es el que se acredite 
como desempeñado en la actividad de periodis-
ta, bien en el sector privado, como en el público, 

importar el régimen al que se estuvo vinculado. 
Siempre dando aplicación a los principios de la 
prevalencia del derecho sustancial sobre el proce-
dimental conforme al artículo 228 de la Constitu-
ción Política, al pro hómine y la favorabilidad y 
condición más favorable en materia laboral. 

Artículo 3°. El presente régimen de que tra-
ta esta ley, no se pierde por el simple hecho de 
haberse cambiado el trabajador del régimen de 

individual o viceversa. 
Artículo 4º. Vigencia. La presente ley rige a 

partir de su promulgación y deroga todas aquellas 
disposiciones que le sean contrarias.

Antonio José Correa Jiménez, Gabriel Zapa-
ta Correa, Jorge Eliécer Ballesteros Bernier,

Senadores de la República.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., a los veintisiete (27) días del 
mes de noviembre año dos mil doce (2012).

En la presente fecha se autoriza la publicación 
en la Gaceta del Congreso, el informe de ponen-
cia para primer debate y texto propuesto para pri-
mer debate, en dieciséis (16) folios, al Proyecto 
de ley número 72 de 2012 Senado, por la cual 
se reforman algunas disposiciones del Sistema 
General de Pensiones, previsto en las Leyes 797 

de 2003 y 100 de 1993 y se dictan otras disposi-
ciones. Autoría del proyecto de ley del honorable 
Senador Armando Benedetti. 

El Secretario,
Jesús María España Vergara.

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

137 DE 2012 SENADO
-

cios para los discapacitados, viudas, huérfanos  
o padres de los miembros de la Fuerza Pública  

y se dictan otras disposiciones.
Bogotá, D. C., noviembre 26 de 2012
Doctora
MYRIAM ALICIA PAREDES AGUIRRE 
Presidente
Comisión Segunda Constitucional Permanente
Senado de la República
Ciudad
Referencia: Ponencia para primer debate al 

Proyecto de ley número 137 de 2012 Senado, por 

para los discapacitados, viudas, huérfanos o pa-
dres de los miembros de la Fuerza Pública y se 
dictan otras disposiciones.

Honorables Senadores de la República:
En cumplimiento a la designación realizada 

por la honorable Mesa Directiva de la Comisión 
Segunda Constitucional Permanente del Senado 
de la República, y de conformidad con lo estable-
cido en el artículo 150 de la Ley 5ª de 1992, so-
metemos a consideración de los honorables Sena-
dores el informe de ponencia para primer debate 
al Proyecto de ley número 137 de 2012 Senado, 

-
cios para los discapacitados, viudas, huérfanos o 
padres de los miembros de la Fuerza Pública y se 
dictan otras disposiciones.

1. Trámite de la iniciativa
La presenta iniciativa fue radicada en la Se-

cretaría General del Senado de la República el 10 
de octubre de 2012, por el Gobierno Nacional a 
través del Ministerio de Defensa; la cual recibió 
el número 137 de 2012 y se publicó en la Gaceta 
del Congreso  número 683 de 2012. 

Por disposición de la Mesa Directiva de la Co-
misión Segunda Constitucional Permanente del 
Senado de la República, fueron designados como 
ponentes para primer debate los Senadores Roy 
Barreras, Myriam Paredes, Manuel Virgüez, Éd-
gar Espíndola, Edgar Gómez y Juan Lozano. 

2. Objeto.
Este proyecto de ley busca garantizar los de-

rechos económicos, sociales y culturales a fami-
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liares de miembros de la Fuerza Pública que que-
daron discapacitados o fallecieron con ocasión 
del servicio activo; a través de la concesión de 

vida y una igualdad material en desarrollo de los 
principios contenidos en la Constitución Política.

3. Contenido de la iniciativa
El presente proyecto de ley, además del títu-

lo, se compone de diecisiete (17) artículos, entre 
ellos el de la vigencia, los cuales están organi-
zados de manera categórica como se muestra a 
continuación:

El Título I establece las consideraciones gene-
rales, es decir, los tres primeros artículos de esta 

-
jeto del proyecto de ley, su ámbito de aplicación 

El Título II por su parte reúne tres capítulos. 
-

cios económicos como el educativo, de produc-
tos básicos, espectáculos y “exhibición cinema-

; mientras que los artículos incluidos 

aplicada en particular al transporte aéreo, las tele-
comunicaciones (como telefonía móvil, internet 
y televisión por cable), hotelería y destinos turís-

como el de entrada gratuita a lugares de interés 
cultural, ventanilla preferencia y la 
a otros programas de bienestar”.

Y el Título III contiene otras tres disposicio-
nes. Una que permite a las empresas privadas 

a las personas mencionadas en el artículo 2° de 
este proyecto. Otra que concede a los miembros 
de la Fuerza Pública el derecho a transportarse 
gratuitamente en vehículos públicos de uso ma-
sivo sobre los que ejerce funciones de seguridad 
por encargo. Y el artículo 17 que determina la 
entrada en vigencia de esta iniciativa a partir de 
la fecha de su promulgación (salvo el artículo 4° 
que lo hará desde el 2014), la cual también de-
rogará las disposiciones que le sean contrarias 
como el artículo 12 del Decreto 1073 de 1990 y 
la Ley 1081 de 2006.

4. 
-

ble, porque busca reconocer y retribuir por medio 
-

blica como a sus familiares, que de manera direc-

-
bianos soñamos.

En ese orden de ideas y de conformidad con 
la Constitución Nacional de 1991, es necesario 
admitir que a este grupo de seres humanos no se 
les ha reconocido los derechos económicos, so-
ciales y culturales que consagra la Carta Política; 
los cuales quedaron plasmados en el papel, pero 

no por mucho tiempo, ya que esta iniciativa tiene 
por objeto materializarlos para que este sector de 
la población también se convierta en acreedor del 
derecho a la igualdad que regula el artículo 13 de 
la norma ibídem.

Ahora bien, aunque esta es una iniciativa de 
origen gubernamental, cabe aclarar que la parti-
cipación de la sociedad es clave para su consecu-
ción, en especial la que proviene del sector pri-
vado a través de las empresas que desarrollaron 
una cultura de responsabilidad social para com-

-
cia, lo cual refuerza en la práctica el principio de 
solidaridad que la Constitución Nacional de 1991 
concibió, entre otras premisas a través del ar- 
tículo 1°, como el actuar mancomunado entre las 

socialmente deseados, y que en esta oportunidad 
también se aspira alcanzar. 

No obstante, lo anterior exige concesiones de 
las partes para que situaciones como las que crea 
este proyecto de ley permitan su viabilidad en la 
práctica, que en este caso se trata del reconoci-

Pública y a sus familiares, lo cual no represen-
ta un menoscabo al patrimonio de las empresas 
como se podría advertir a simple vista, ya que la 
jurisprudencia de la Corte Constitucional es en-
fática sobre los escenarios de una posible vulne-
ración al derecho a la propiedad privada como se 
explica a continuación.

De acuerdo con la Sentencia T-1321 de 2005, 
el derecho a la propiedad privada no es absolu-
to, porque su interpretación depende de los otros 
principios constitucionales que invoque el caso 
concreto. Es decir, este tendrá alcance funda-
mental cuando su acatamiento garantiza el cum-
plimiento de otros valores constitucionales; no 
obstante hay eventos donde priman estos últi-
mos respecto a la propiedad privada en virtud de 
su injerencia social, que expresada en términos 
técnicos se relaciona con la prevalencia del bien 
general sobre el particular como lo establece el 
artículo 1° de la Carta Política según la Sentencia 
C-066 de 1993.

de vida del grupo de personas al que esta iniciati-

con el derecho a la igualdad que la Carta Política 
reconoce al conglomerado social se encuentran 
rezagados; encontramos que el objeto perseguido 
por este proyecto de ley busca su reivindicación 
en aspectos económicos, sociales y culturales que 
ya son garantizados a otras personas, y que com-
parado con la propiedad privada y la mencionada 

-
lidad adquiere importancia, ya que los preceptos 
constitucionales en los que se inspira (como el de 
la igualdad) adquieren primacía sobre la propie-
dad privada misma, la cual buscar proteger los 
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intereses particulares de los empresarios, pero 
que en este caso ceden al general en virtud de la 
igualdad para su goce efectivo.

5. 
De conformidad con el artículo 3° de la Ley 

819 de 2003, está pendiente la recepción del 
concepto por parte del Ministerio de Hacienda y 

y la fuente de ingreso adicional generada para el 

6. 
Por lo anteriormente expuesto, solicitamos a 

los integrantes de la honorable Mesa Directiva de 
la Comisión Segunda Constitucional Permanente 
del Senado de la República, dar primer debate al 
Proyecto de ley número 137 de 2012 Senado, por 

para los discapacitados, viudas, huérfanos o pa-
dres de los miembros de la Fuerza Pública y se 
dictan otras disposiciones.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO 137 DE 2012 SENADO

-
cios para los discapacitados, viudas, huérfanos  
o padres de los miembros de la Fuerza Pública  

y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

CONSIDERACIONES GENERALES
Artículo 1°. Objeto de la ley. La presente ley 

-
zar los derechos económicos, sociales y cultura-
les a la población a que hace mención el artículo 

-
lidaria un mejoramiento en las condiciones gene-
rales de vida, con los que se contribuya a elevar 
su calidad y hacer realidad una igualdad material, 
como consecuencia de la fuerza vinculante de los 
principios del Estado Social de Derecho.

Artículo 2°. Ámbito de aplicación de la ley. El 
ámbito de aplicación de la presente ley compren-

1. El cónyuge o compañera(o) permanente y 
los hijos menores de veinticinco (25) años so-
brevivientes o, a falta de estos, los padres, de los 
miembros de la Fuerza Pública fallecidos en ser-
vicio activo, únicamente por hechos o actos ocu-
rridos por causa y razón del mismo, o por acción 
directa del enemigo o en combate, y que por ello 
les haya sido reconocida pensión, como son: 

-
rios y Soldados Profesionales de las Fuerzas Mi-
litares.

-
vel Ejecutivo y Agentes de la Policía Nacional. 

1.3 Quienes hayan prestado el servicio militar 
obligatorio.

2. Aquel que se encuentre en situación de dis-
capacidad originada en servicio activo en calidad 
de miembro de la Fuerza Pública, únicamente 
por hechos o actos ocurridos por causa y razón 
del mismo, o por acción directa del enemigo o en 
combate, y que por ello le haya sido reconocida 
pensión.

Artículo 3°. Acreditación. La población men-
cionada anteriormente acreditará su calidad de 

efecto determinen los grupos de prestaciones so-
ciales de la Dirección Administrativa del Minis-
terio de Defensa Nacional y de la Policía Nacio-
nal o quien haga sus veces.

TÍTULO II
CAPÍTULO I

Artículo 4°.  A los 

presente ley que se encuentran en cualquiera de 

(1), dos (2) o tres (3), les será concedido crédi-
to para educación superior tanto en instituciones 
públicas como privadas, a ser otorgado por parte 
del Icetex, a los cuales se les concederá un subsi-
dio (condonación) equivalente al noventa y cinco 
por ciento (95%) del valor del crédito otorgado, 
condicionado a la terminación del Programa Aca-
démico respectivo cursado. En este escenario los 

cinco por ciento (5%) del costo total de los estu-
dios cursados. 

Para los efectos de lo establecido en el inciso 
anterior la Nación garantizará y destinará al Ice-

El presente artículo entrará a regir a partir del 
año 2014. 

Artículo 5°. -
sicos de primera necesidad.
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-
drán derecho a que se les otorguen descuentos en 
todos los productos básicos de primera necesidad 
en los grandes almacenes de cadena o grandes 

veces, de acuerdo a los convenios u otras moda-

suscritas entre las partes, bien sean estas los Gre-
mios, Asociaciones de Empresarios, o de forma 
individual con los grandes almacenes de cadena 

-
ción alguna a aquellos establecidos en el artículo 
2° de la presente ley. < /p> 

Entiéndase para efectos de la presente ley por 
productos básicos de primera necesidad, los que 
las personas requieren para subsistir tales como 
los principales alimentos, bebidas sin alcohol, ar-
tículos de limpieza y de tocador.

Artículo 6°.  Los 

presente ley, tendrán derecho al descuento del 
cincuenta por ciento (50%) en la boletería para 
espectáculos culturales, deportivos, artísticos y 
recreacionales que se celebren en escenarios pú-
blicos que pertenezcan a la Nación o a las entida-
des Distritales o Municipales.

Podrá limitarse por parte de los empresarios 

cuando se garantice un mínimo del diez por cien-
to (10%) de la boletería expedida para el cumpli-
miento de lo dispuesto en este artículo. El Minis-
terio de Cultura y Coldeportes reglamentarán so-

Artículo 7°. -
Los exhibidores que 

tengan a cargo la explotación de una sala de cine, 
en calidad de propietario, arrendatario, concesio-

tal derecho, otorgarán descuentos del cincuenta 
por ciento (50%) en la boletería para el ingreso de 

la presente ley, a todas las presentaciones por ex-

mismo deben adquirir personalmente los boletos 
de entrada.

CAPÍTULO II
Tarifa diferencial

Artículo 8°. Transporte aéreo. Las empresas 
nacionales de transporte aéreo regular concede-

-
tos en las tarifas aéreas en las rutas nacionales de 
pasajeros del diez por ciento (10%) del total de 
la tarifa más económica que se encuentre dispo-
nible al momento de hacer la reserva, sin incluir 

impuestos. Los tiquetes adquiridos deberán estar 

presente ley y de ninguna forma podrán ser cedi-
dos ni transferidos.

La compra de los tiquetes deberá ser presen-

en los términos que señale el Ministerio de De-
fensa Nacional. 

Artículo 9°. 
televisión por cable. Los operadores del servicio 

-
cia el artículo 2° de esta ley, tarifas diferenciales 
con descuentos del quince por ciento (15%) en 
todos sus planes bajo los siguientes parámetros: 

aplicará para una línea por núcleo familiar, de los 
-

te ley. Esta línea deberá estar a nombre de alguno 

deberá ser contratada por él mismo.
2º. El descuento otorgado en telefonía móvil 

celular sólo aplicará para una línea pospago por 

presente ley. Esta línea deberá estar a nombre de 
-

te ley y ser contratada por él mismo. Igualmente, 
el descuento sólo aplicará sobre la tarifa básica 
del plan y no sobre el cobro por minutos adicio-
nales en planes abiertos. 

3º. El descuento otorgado en planes de internet 
sólo aplicará para un plan por núcleo familiar del 

-
ciarios previstos en la presente ley y deberá ser 
contratado por él mismo. 

4º. El descuento otorgado en planes de tele-
visión por cable sólo aplicará para un plan por 

presente ley. Este plan deberá estar a nombre de 
-

te ley y deberá ser contratado por él mismo.
Artículo 10. Operadores de hotelería. Las 

empresas que se dediquen al desarrollo de la ac-

de esta ley, tarifas diferenciales en baja tempo-
rada, con descuentos del diez por ciento (10%) 
del valor de la tarifa rack, teniendo en cuenta los 
siguientes parámetros:

1º. Sólo será aplicable para el servicio de aloja-
miento y hospedaje, no para los complementarios 
de ninguna clase como son: lavandería, alimen-
tación, transporte, spa, parqueaderos, salones, ni 
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eventos o cualquier otro servicio que presente el 
hotel respectivo, salvo que voluntariamente lo 
determine el establecimiento hotelero.

2º. El descuento otorgado no es susceptible de 
devolución de ninguna especie en ningún caso, 
sólo se devolverá el mismo en caso de incumpli-
miento en la reserva por parte del hotel en cuanto 
a la suma efectivamente pagada por el cliente. 

3º. Los descuentos otorgados sólo aplicarán 
cuando el área donde se encuentre el hotel pre-
sente baja ocupación o lo que se denomina baja 
temporada. 

4º. Las reservas de habitaciones con los des-
cuentos otorgados aplicarán sólo siempre y cuan-
do el hotel cuente con disponibilidad de habita-

-
ca transferencia o disponibilidad de cupos para 

el servicio.
-

planes que otorgue el hotel salvo que el hotel así 

cualidades que por ley le otorguen descuentos no 
podrá acumularlas, deberá escoger entre ellas la 
que más le convenga.

6º. De manera voluntaria los hoteles podrán 
-

bros de la Fuerza Pública distintos de los bene-

para establecer las condiciones respectivas. 
Artículo 11. Sitios turísticos. Los sitios de in-

terés turístico de acceso permitido al público que 
sean de propiedad del Estado, incluidos los par-
ques naturales, administrados por este o por parti-
culares, deberán establecer una tarifa diferencial 
en baja temporada que otorgue un descuento del 
treinta por ciento (30%) sobre el valor de las ta-

referencia el artículo 2° de la presente ley. Los 
boletos de ingreso a estos lugares deberán ser 

la presente ley para que aplique el descuento. 
CAPÍTULO III

Artículo 12. Entrada gratuita. Los museos, 
bienes de interés cultural y centros culturales de 
la Nación, de los Distritos, Municipios y priva-
dos, permitirán el ingreso gratuito a sus instala-

sea atender o recibir público. 
Artículo 13. Ventanilla preferencial. Las enti-

dades públicas o privadas que presten servicios 
públicos, deberán establecer un mecanismo que 

permita la atención preferencial del público con 
-

licen las personas discapacitadas a que hace refe-
rencia el artículo 2° de la presente ley.

Parágrafo. La Superintendencia de Servicios 
Públicos, de Notariado y Registro, y Financiera, 
por ser órganos rectores de inspección, vigilan-
cia y control, supervisarán el cumplimiento de 
la obligación establecida en el presente artículo 
e impondrán las sanciones a que haya lugar de 
conformidad con el ámbito de sus competencias.

Artículo 14. Financiación otros programas de 
bienestar. El Ministerio de Defensa Nacional, así 
como las entidades que hacen parte del Grupo So-
cial y Empresarial del Sector Defensa “GSED”, 
podrán destinar recursos para apoyar programas 
de bienestar tales como educación, deporte, re-
creación y otros, para el personal en situación de 
discapacidad de la Fuerza Pública activo.

TÍTULO III
OTRAS DISPOSICIONES

Artículo 15. Las entidades públicas o privadas 
nacionales o extranjeras podrán mediante conve-

en la presente ley para los miembros activos de 
la Fuerzas Militares y uniformados de la Policía 
Nacional, así como para su cónyuge o compañe-
ra (o) permanente e hijos menores de veinticinco 
(25) años o a falta de estos los padres, en calidad 

Artículo 16. Los miembros de la Fuerza Públi-
ca que se encuentren asignados a la seguridad en 
los sistemas de transporte masivo terrestre, ten-
drán derecho a transportarse en todo momento en 
dicho sistema, sin pagar contraprestación alguna 
mientras dure el encargo o la comisión. 

Artículo 17. Vigencia y derogatorias. La pre-
sente ley rige a partir de la fecha de su promul-
gación (con excepción del artículo 4° 
en Educación” que entrará a regir a partir del año 
2014), y deroga todas las disposiciones que le sean 
contrarias, y en especial el artículo 12 del Decreto 
número 1073 de 1990 y la Ley 1081 de 2006.
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PONENCIA PARA PRIMER DEBATE  
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 138  

DE 2012 SENADO

para garantizar a las personas ciegas y con baja  
visión, el acceso autónomo e independiente a 
la información, a las comunicaciones, al cono- 
cimiento y a las tecnologías de la información  

y de las comunicaciones, en Colombia.
Bogotá, D. C., 5 de diciembre de 2012.
Doctor
EUGENIO PRIETO SOTO
Presidente 
Comisión Sexta Constitucional Permanente
Honorable Senado de la República 
Respetado Presidente:
En los términos de los artículos 174 y 175 de 

la Ley 5ª de 1992 y en cumplimiento de la desig-
nación realizada por la Mesa Directiva de la Co-
misión Sexta del Senado de la República, me per-
mito presentar informe de ponencia para primer 
debate del Proyecto de ley número 138 de 2012 
Senado, -
tivas para garantizar a las personas ciegas y con 
baja visión, el acceso autónomo e independiente 
a la información, a las comunicaciones, al cono-
cimiento y a las Tecnologías de la Información y 
de las Comunicaciones, en Colombia, con pliego 

Antecedentes del proyecto
El proyecto de ley en mención fue presentado 

por los honorables Senadores Juan Manuel Galán 
Pachón y Eugenio Prieto Soto, el 10 de octubre 
de 2012, para trámite legislativo y ha sido puesto 
en consideración de la Comisión Sexta de Senado 
para su análisis pertinente.

Este proyecto de ley se encuentra fundamen-
tado en varias razones que sus autores exponen a 
continuación: 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Como lo expusieron ampliamente los autores 

por ellos manifestada, nos permitimos reseñar di-
chos planteamientos, el proyecto se enmarca en 
la Constitución y las leyes que integran el bloque 
de constitucionalidad sobre el derecho a la infor-
mación, las comunicaciones y el conocimiento, 

para su interpretación y aplicación, las compe-
tencias y responsabilidades de los órganos, or-
ganismos y entidades estatales y sus respectivas 
autoridades, para garantizar a las personas ciegas 
y con baja visión su autonomía e independencia 
en el ejercicio de sus derechos a la información, 
las comunicaciones y el conocimiento, y asegurar 
su plena inclusión y participación en la sociedad 
del siglo XXI. 

En Colombia, se han llevado a cabo esfuerzos 
de reglamentación del derecho a la información 
para garantizar a todas las personas, el acceso y 
el uso de Internet y de las Tecnologías de la In-
formación y de las Comunicaciones. Así, la Ley 
1341 de 20091 estableció el marco general de las 
políticas públicas para el sector de las Tecnolo-
gías de la Información y las Comunicaciones, 

con la planeación, la gestión, la administración 

control y vigilancia del mismo, y facilitando el 
libre acceso y sin discriminación, de los habi-
tantes del territorio nacional a la Sociedad de la 
Información”2. 

En el marco de esta ley destaco la expresión 
“sin discriminación” que, aunque no se desarro-
lla en el articulado de la Ley 1341, se encuentra 
contenida en el artículo 13 de la Constitución que 
consagra la igualdad, prohíbe la discriminación, 
y además introduce el mandato de “la igualdad 
real y efectiva”, haciendo énfasis en los grupos 
discriminados, marginados y que se encuentren 

-
tado la función de promover medidas que asegu-
ren la equidad y la equiparación de estas personas 
y grupos, de tal manera que la diferencia no sea 
una desventaja, sino una oportunidad de acceso 
real a las oportunidades existentes para todos.

Este proyecto de ley, busca ajustar la legisla-
ción sobre las Tecnologías de la Información y de 
las Comunicaciones (de ahora en adelante TIC), 
para que en efecto responda a las necesidades de 
las personas ciegas y con baja visión, desarrollan-
do el inciso 3° del artículo 13 de la Constitución 
Política y los tratados Internacionales vinculantes 
para Colombia, y garantizando de manera “real 
y efectiva” sus derechos, de modo que se haga 
justicia a más de un millón de colombianos, que 
se encuentran en riesgo de marginalidad debido 
1 Ley 1341 de 2009 (julio 30), -

cipios y conceptos sobre la sociedad de la información y 
la organización de las Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones –TIC–, se crea la Agencia Nacional 
de Espectro y se dictan otras disposiciones. -
cial número 47.426 de 30 de julio de 2009.

2 Ley 1341 de 2009, artículo 1°. Objeto. La presente ley 
determina el marco general para la formulación de las 
políticas públicas que regirán el sector de las Tecnolo-
gías de la Información y las Comunicaciones, su orde-
namiento general, el régimen de competencia, la protec-
ción al usuario, así como lo concerniente a la cobertura, 
la calidad del servicio, la promoción de la inversión en 

-
ciente de las redes y del espectro radioeléctrico, así como 
las potestades del Estado en relación con la planeación, 

recursos, regulación, control y vigilancia del mismo y 
facilitando el libre acceso y sin discriminación de los ha-
bitantes del territorio nacional a la Sociedad de la Infor-
mación./ Parágrafo. El servicio de televisión y el servicio 
postal continuarán rigiéndose por las normas especiales 

-
ga la presente ley./ Sin perjuicio de la aplicación de los 
principios generales del derecho.
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al avance de las tecnologías de la información y 
las comunicaciones, y al progreso de la sociedad 
del conocimiento.

En nuestros días, los problemas asociados a la 
ceguera no se resuelven tan solo con el aprendi-
zaje del braille y la conducción de un bastón para 
poderse movilizar. Las sociedades del siglo XXI, 
también llamadas sociedades de la información y 
el conocimiento, han creado medios y formas de 
informar, comunicar y acceder al conocimiento, 
con altos contenidos visuales, que simultánea-
mente crean nuevas formas de exclusión y dis-
criminación para las personas ciegas y con baja 
visión. Son ellas, quienes ven afectadas sus con-
diciones de igualdad real en los procesos educati-
vos y en su capacidad de informarse, comunicar-
se y expresar sus ideas a partir de estos avances 
tecnológicos. Esto, se traduce en la pérdida de su 
autonomía como personas, de su potencial como 
integrantes de la sociedad, de sus posibilidades 

ejercicio de sus derechos ciudadanos y su partici-
pación plena en un Estado Democrático.

En efecto, la implementación de las TIC en 
general y la utilización del computador en par-
ticular, se han convertido en el instrumento más 
poderoso de nuestros días para el desarrollo eco-
nómico y social de los pueblos. Ya hoy, gran par-
te de las actividades no pueden ser ejercidas sin 
el uso del computador, de programas de aplica-
ción o de Internet. El acceso a la información y a 
las comunicaciones depende en gran medida de 
la posibilidad de acceso al computador y de su 
utilización. Quien no tenga acceso a estas nuevas 
tecnologías, estará excluido de la educación, de 
la cultura, del fomento económico, del empleo, 
del ejercicio de su ciudadanía y del mundo en ge-
neral. Esa, es una realidad inexorable de nuestra 
sociedad contemporánea.

Si tal realidad afecta las posibilidades de acce-
so a la información, a la educación y al empleo de 
los colombianos de escasos recursos económicos 
que carecen de un computador y de una conexión 
a las redes de información, con mayor razón lo 
hace sobre las personas ciegas y con baja visión. 
Esas últimas, al no poder acceder a las TIC no 
podrán aprovechar la educación moderna que se 
imparte en la escuela o acceder a gran cantidad de 
puestos de trabajo, ni ejercer sus derechos civiles 
y de participación política o acceder a la cultura, 
a la información y a las comunicaciones.

El uso masivo del Internet como fuente pri-
maria de información y la implementación y 
uso creciente de las TIC en todas las áreas del 
desarrollo económico y cultural, constituyen las 
amenazas más importantes a los avances hasta 
ahora logrados en el proceso de inclusión de las 
personas ciegas y con baja visión en Colombia. 
El vertiginoso avance de la sociedad de la infor-
mación conducirá a que las personas ciegas y con 

baja visión, sean triplemente excluidas y margi-
nadas: i) porque la información, el conocimiento, 
las comunicaciones, se construyen desde entor-
nos digitales ricos en imagen y color, ii) porque 
el costo adicional de las TIC impide el acceso de 
este sector de la población, y iii) porque pierden 
completamente su autonomía, su independencia 
y la posibilidad de tomar decisiones y de inter-
venir en los asuntos que los afectan, en tanto se 
generan procesos de dependencia para acceder a 
la información. 

En este contexto, es de capital importancia 
que el Congreso de la República legisle adecua-
damente en esta materia para que, de un lado, se 
evite el impacto negativo del actual desarrollo 
tecnológico sobre la población ciega y con baja 
visión y, de otro lado, se aproveche el desarrollo 
de las TIC, como motor de potencialización de 
las capacidades y habilidades de la población cie-
ga y con baja visión. 

Para cerrar esta primera parte, advierto que 
las obligaciones previstas en este proyecto para 
el Estado, no exigen recursos presupuestales adi-
cionales ni nuevas fuentes de ingresos. La Ley 
1341 de 2009 ya los previó y además reestruc-
turó el organismo encargado de administrar los 

programas y proyectos para lograr el acceso y el 
servicio universales en materia de Tecnologías de 
la Información y las Comunicaciones.

Fundamentos del proyecto de ley
En el contexto descrito, las Tecnologías de la 

Información y de las Comunicaciones (TIC), se 
constituyen al mismo tiempo en una barrera o en 
una oportunidad para las personas ciegas y con 
baja visión. Sin accesibilidad a las TIC, estas se 

analfabetismo, de imposibilidad de acceso al co-
nocimiento, a la educación, a la información, y 
por lo tanto al crecimiento personal, al trabajo, al 
empleo, a la productividad y a la actividad eco-
nómica en general. Por otra parte, acceder a las 
TIC se convierte en una herramienta de igualdad 
efectiva y real para sectores vulnerables dentro 
de la sociedad. 

Este contexto, así como nuestra Constitución3, 
a partir del artículo 13, en armonía con otras dis-
3 Constitución Política, artículo 13. Todas las personas 

nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma 
protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades sin nin-
guna discriminación por razones de sexo, raza, origen 
nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o 

que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas en 
favor de grupos discriminados o marginados. / El Estado 
protegerá especialmente a aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental, se encuentren en 

abusos o maltratos que contra ellas se cometan. // Ar-
tículo 47. El Estado adelantará una política de previsión, 
rehabilitación e integración social para los disminuidos 
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54, nos plantea el deber de expedir una legisla-
ción con enfoque diferencial, orientada a resol-
ver los problemas que plantean las diferencias y 

proyecto.
El bloque de constitucionalidad, particular-

mente respecto del tema de este proyecto, está 
conformado por:

a) – “Convención Interamericana para la 
Eliminación de Todas las Formas de Discrimi-
nación contra las Personas con Discapacidad”. 
Adoptada por la Organización de Estados Ameri-
canos, OEA, suscrita en la ciudad de Guatemala, 
Guatemala, el 7 de junio de 1999. Aprobada por 
la Ley 762 de 2002 (julio 31); y declarada exe-
quible por la Corte Constitucional en Sentencia 
C-401 de 2003 (mayo 20). 

Conforme a su artículo II (I), el Estado co-
lombiano se comprometió a “... 1. Adoptar las 
medidas de carácter legislativo, social, educati-
vo, laboral o de cualquier otra índole, necesa-
rias para eliminar la discriminación contra las 
personas con discapacidad y propiciar su plena 
integración en la sociedad, incluidas las que se 
enumeran a continuación, sin que la lista sea 
taxativa:...”.

b) – “Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad.” Adoptada por la 
Asamblea General de las Naciones Unidas el 13 
de diciembre de 2006. Aprobada por la Ley 1346 
de 2009 (julio 31) y declarada exequible por la 
Corte Constitucional en la Sentencia C-293 de 
2010 (abril 21).

En esta Convención se consagra el reconoci-
miento de que las personas con discapacidad son 
titulares de los mismos derechos fundamentales 
inherentes a la naturaleza humana, así como los 
compromisos, obligaciones y responsabilidades 
que los Estados Partes acordaron asumir para 
garantizar el goce y el ejercicio pleno de estos 
derechos.

Dentro de estos instrumentos internacionales 
y en ejercicio de las respectivas competencias 
constitucionales, el Gobierno Nacional en re-
presentación del Estado colombiano acordó con 
los demás Estados asumir acciones, compromi-
sos y responsabilidades, que luego este órgano 

nacional. En consecuencia, y dando respuesta a 
las necesidades propias de las personas ciegas y 
con baja visión, es nuestra obligación continuar 

físicos, sensoriales y psíquicos, a quienes se prestará la 
atención especializada que requieran. // Artículo 54. Es 
obligación del Estado y de los empleadores ofrecer for-
mación y habilitación profesional y técnica a quienes lo 
requieran. El Estado debe propiciar la ubicación laboral 
de las personas en edad de trabajar y garantizar a los mi-
nusválidos el derecho a un trabajo acorde con sus condi-
ciones de salud.

consolidando una legislación que efectivamente 
elimine toda forma de discriminación contra ellas 
y que les permita efectivamente gozar de todos 
los derechos que les corresponden como personas 
humanas, bajo el enfoque diferencial que se con-
tiene en la Convención de las Naciones Unidas.

Este enfoque diferencial, se expresa en las 
obligaciones que en la Convención de Naciones 
Unidas adquirieron los Estados Partes para que 
las personas ciegas y con baja visión gocen del 
derecho a obtener, procesar, seleccionar, sistema-
tizar, difundir y usar la información en braille, en 
macrotipo, y en los formatos, modos y medios 
que ellas elijan. Por esto, el Estado Colombiano 
y sus autoridades, como este Congreso, estamos 
obligados a cumplir con el deber de garantizar a 
las personas ciegas y con baja visión, el acceso 
a las Tecnologías de la Información y de las Co-
municaciones (TIC); y de manera prevalente, a 
garantizar que para su educación, los niños, las 
niñas y los adolescentes, ciegos y con baja visión, 
aprendan, accedan y usen estas tecnologías, junto 
con los demás niños, niñas y adolescentes, en un 
sistema educativo inclusivo, en el que se recono-
ce y respeta la diferencia y por lo tanto se educa 
haciendo uso del braille, del macrotipo y de las 
Tecnologías de la Información y las Comunica-
ciones. 

Recordemos que nuestra Constitución (artícu-
lo 13 inciso 3°), las Leyes 1346, 1341 y 361 y 
la Jurisprudencia de la Corte Constitucional, no 
sólo prohíben toda discriminación o exclusión 
basadas en una discapacidad, sino que además, 
autorizan expresamente al Estado para tomar 
medidas a favor de aquellas personas que por su 
condición económica, física o mental, se encuen-

precepto del que se deriva la posibilidad de tratar 
en forma privilegiada a las personas con discapa-

Para el logro de tal objetivo, la jurispruden-
cia constitucional ha desarrollado la expresión 

-
va, con lo cual se designan políticas o medidas 
dirigidas a favorecer a determinadas personas o 

desigualdades de tipo social, cultural o económi-
co que los afectan, o para lograr que los miem-
bros de un grupo subrepresentado, usualmente de 
un grupo que ha sido discriminado, tengan una 
mayor representación4

perseguida a través de medidas de diferenciación 
positiva es la de contrarrestar o de equilibrar los 
efectos negativos que generan las discapacida-

las personas con discapacidad en las distintas ac-
tividades que se desarrollen en la sociedad5.
4 Véase: Sentencias T-330 de 1993, C-371 de 2000, C-410 

de 2001, C-401 de 2003 y C-174 de 2004.
5 Véanse: Sentencias C-983 de 2002. C-401 de 2003.
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Adicionalmente, constituye opinión reiterada y 

de que puede vulnerarse el derecho a la igualdad 
de las personas con discapacidad, por lo menos 
a través de dos situaciones. De un lado, la con-
ducta, actitud o trato, consciente o inconsciente, 
dirigido a anular o restringir sus derechos, liber-

y razonable. De otro lado, por la omisión injus-

las personas con discapacidad, lo cual trae como 
-

taja u oportunidad6. Así, es deber constitucional 
para el Estado, brindar una especial protección a 
las personas ciegas y con baja visión, o hacer a 
favor de este grupo poblacional una diferencia-
ción positiva, de acuerdo con la Ley 1346 que 
incorpora al Derecho Colombiano la Convención 
de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad. Tal Convención es-
tablece el deber de los Estados Partes de brindar 
especial protección y una diferenciación positiva 
a la población con discapacidad, particularmente 
en dos preceptos: En el Literal c) del numeral 1 
de su artículo 4°, el cual prevé que es obligación 
especial de cada uno de los Estados -
quen dicha convención internacional, “Tener en 
cuenta, en todas las políticas y todos los progra-
mas, la protección y promoción de los derechos 
humanos de las personas con discapacidad”. 
Adicionalmente, el artículo 5°, al regular lo rela-
tivo al principio de la igualdad y no discrimina-
ción, categóricamente expresa en su numeral 4 lo 
siguiente: “4. No se considerarán discriminato-
rias, en virtud de la presente Convención, las me-

-
rar o lograr la igualdad de hecho de las personas 
con discapacidad”.

En este orden de ideas, cabe señalar que el de-
ber genérico que la Constitución y la ley imponen 
al Estado colombiano de desarrollar acciones de 
diferenciación positiva a favor de la población 
con discapacidad, irradia todos los aspectos del 
quehacer humano, de tal manera que corresponde 
hacer el análisis del contexto de la sociedad de 
la información, en la cual, predominan las TIC 

excluyen de su acceso y uso, a las personas cie-
gas y con baja visión.

Si a algún ciudadano no le es claro el grado 
de exclusión que generan las TIC para las perso-
nas ciegas y con baja visión, tal entendimiento se 
alcanzará con el ejercicio de suponer que en su 
puesto de trabajo se le imparte una orden de labo-
rar con su computador, pero simultáneamente se 
le apaga la pantalla. Esa realidad a la que por un 
minuto queda expuesto ese ciudadano vidente y 
que le impide manipular el computador o el res-
pectivo programa de aplicación, es la realidad a 
6 Corte Constitucional, Sentencia T-391 de 2007.

la que permanentemente están expuestas las per-
sonas ciegas. La pérdida de su puesto de traba-
jo será una cuestión de tiempo. Profesiones que 
anteriormente le eran accesibles, ya le resultan 
vedadas. Su presencia en el aula regular será teó-
rica, ya que no podrá participar efectivamente en 
cualquier clase en la que se utilice el computador 
en particular o las TIC en general, todo lo cual lo 
conducirá a la imposibilidad de conocer y hacer 
efectivos sus derechos.

Ante esta inexorable realidad, resulta eviden-
te que le corresponde al Estado tomar medidas 
que corrijan esta situación a efectos de evitar una 
mayor exclusión, sobre todo si se tiene en cuenta 
que ya la moderna tecnología ha creado herra-
mientas de software y hardware que hacen acce-
sibles las TIC a las personas ciegas y con baja 
visión. Colígese de ello que cuando se sabe que 
la implantación de las tecnologías de la informa-
ción afecta sustancialmente las posibilidades de 
inclusión de estas personas, es obvio a la luz de la 
Jurisprudencia constitucional, de la Constitución 
misma y de la ley, que el Estado debe priorizar la 
dotación de la tecnología especial para este grupo 
poblacional, respecto del resto de la población.

Sobre este particular, la Jurisprudencia de la 
“De ninguna manera 

para desconocer el deber de especial protección 
de las personas discapacitadas cuando quiera 
que una política pública tiene como consecuen-
cia una restricción más gravosa para los dere-
chos fundamentales de este grupo poblacional. 
En estos casos la administración no tiene alter-
nativa distinta de adoptar los correctivos nece-
sarios para evitar que a la marginación social, 
económica y cultural contra la que deben luchar 
diariamente las personas discapacitadas, se 
sume una carga mayor a la que deben soportar 
el resto de los habitantes (…)”7.

En este panorama es claro que el país carece 

ciegas y con baja visión el derecho a la informa-
ción, a las comunicaciones, al conocimiento y a 
las Tecnologías de la Información y de las Comu-
nicaciones. La necesidad de expedirla se sustenta 
en las razones a las que me acabo de referir, las 
cuales quiero, además, ilustrar con dos ejemplos:

Dos jóvenes colombianos van a la biblioteca 
pública, como la gran mayoría de nuestros jóve-
nes con bajos ingresos económicos; allí encuen-
tran libros impresos en tinta para garantizar el 
acceso a la educación, a la cultura y a la infor-
mación de quienes no tienen otros recursos. El 
joven que ve, puede leer esos libros. Al joven 
ciego esos mismos libros no le dicen nada, no le 
comunican, no le informan. La posibilidad de en-
contrar libros en la biblioteca es una respuesta de 
7 Corte Constitucional, Sentencia C-410 de 2001 (M. P. 

Álvaro Tafur Galvis).
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equidad; pero no es la única, y siendo diferentes 
entre los diferentes, las personas ciegas requieren 
de una medida de equiparación, es decir, requie-
ren de un libro en braille, de un libro hablado o de 
un libro electrónico accesible. 

Estos dos mismos jóvenes se acercan al in-
ternet gratuito de la biblioteca. Otra vez, bajo el 
principio de equidad las TIC están a disposición 
de todos; sin embargo, el joven que ve, navega 
e interactúa en la red, se informa, se comunica, 
obtiene información, la usa, la difunde y expresa 
sus ideas. El joven ciego no lo puede hacer, ese 
computador, esas TIC, se convierten en una ba-
rrera, lo excluyen. 

La igualdad, la equidad y la equiparación son 
maneras de responder a unas determinadas nece-
sidades. Frente a las necesidades de las niñas, los 
niños, los adolescentes, las mujeres y los hom-
bres, ciegos y con baja visión, nuestra respon-
sabilidad es legislar, adoptando las medidas que 
obliguen a los órganos, organismos y entidades 
estatales a garantizar a esta población su derecho 
a acceder de manera libre, autónoma e indepen-
diente a la información, a las comunicaciones, al 
conocimiento, y a las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones.

Datos sobre la población destinataria  
del proyecto de ley

a) Datos sobre la población ciega y con baja 
visión:

• En Colombia hay 1.143.992 personas ciegas 
y con baja visión, de las cuales, el 82% vive en 
condiciones de pobreza y su índice de analfabe-
tismo triplica la tasa del país8.

• Menos del 2% de las personas ciegas y con 
baja visión acceden a Internet, mientras que el 
38% de la población en general sí lo hace9.

b) Datos sobre el acceso al material de lectura 
por parte de las personas ciegas y con baja visión.

Según el ‘Diagnóstico sobre entidades que 
producen y proveen de material de lectura para 
personas con limitación visual en Suramérica y 
el Caribe’10:

• Colombia cuenta con 1.579 bibliotecas pú-
blicas y solo el 1% de ellas atiende a personas 
con limitación visual.

• A las personas ciegas de Colombia se les 
ofrece 1 libro por cada 1.000 libros que se ofre-
cen a las personas que ven.
8 Fuente: DANE censo 2005.
9 Ídem.
10 Fuente: Centro Regional para el Fomento del Libro en 

América Latina y el Caribe - Cerlalc 2009 “Diagnóstico 
en Colombia, Venezuela, Ecuador, Perú, Bolivia. Chile, 
Uruguay, Paraguay, Argentina, México, República Do-
minicana y Cuba, sobre producción de material de lectu-
ra y disponibilidad de servicios de biblioteca para perso-
nas con limitación visual”, investigador Dean Lermen.

• Solamente 23 de los 1.123 municipios, de 18 
de los 33 departamentos que conforman el país, 
cuentan con servicios de biblioteca o lectura para 
personas ciegas y con baja visión.

• De los 23.414 colegios que hay en Colombia, 
solo el 2.1% cuenta con algún tipo de material de 
estudio y menos del 1 por mil, cuenta con TIC 
adaptadas para estudiantes ciegos o con baja vi-
sión.

• Según el último informe del Ministerio de 
las TIC de julio de 2012, el país incrementó su 
conectividad en más del doble para la población 
en general; el mismo Ministerio entregó 141.000 
computadores (con su respectivo software) para 
estudiantes de escasos recursos. Ningún estu-
diante ciego o con baja visión en Colombia ac-
cedió a esos 141.000 computadores; ninguna per-

conectividad. 
-

ceso a las TIC. 

distribuir gratuitamente TIC accesibles para per-
sonas ciegas y con baja visión. Así, el Fondo de 
Tecnologías de la Información y las Comunica-
ciones –FONTIC– reorganizado por la Ley 1341 
de 2009, artículos 34 y siguientes, como Unidad 
Administrativa Especial del orden nacional, con 
personería jurídica y patrimonio propio, adscrita 
al Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones, tiene como objeto:

“Financiar los planes, programas y proyectos 
para facilitar prioritariamente el acceso univer-
sal, y del servicio universal cuando haya lugar a 
ello, de todos los habitantes del territorio nacio-
nal a las Tecnologías de la Información y las Co-
municaciones, así como apoyar las actividades 
del Ministerio y la Agencia Nacional Espectro, y 
el mejoramiento de su capacidad administrativa, 
técnica y operativa para el cumplimiento de sus 
funciones”. (La negrilla no es del original).

El contenido del proyecto de ley
El proyecto se distribuye en dos capítulos. 

El Capítulo I comprende el objeto de la ley, los 
principios que orientan su interpretación y apli-
cación y el marco normativo internacional. El 

-
cas del Estado.

En el Capítulo I, entonces, encontramos los si-
guientes artículos: 

El artículo 1°, sobre el objeto de la ley, sinteti-

y con baja visión, que podrán acceder de manera 
autónoma e independiente a la información, las 
comunicaciones, a la cultura, el conocimiento 
y a las tecnologías de la información y las co-
municaciones, asegurando, por consiguiente, su 
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efectiva inclusión en la sociedad y el ejercicio de 
sus derechos ciudadanos, en especial en el libre 
desarrollo de la personalidad.

El derecho a la información como derecho 
humano impone a todas las autoridades estatales 
cuatro tipos básicos de obligaciones: las de res-
peto, las de garantía y protección, las de promo-
ción y la de provisión de condiciones jurídicas 
y materiales para su goce efectivo, sobre la base 
de la no discriminación11. Por lo demás, no le es 
permitido a ninguna autoridad estatal limitar el 
ejercicio de los derechos de los ciudadanos o de 
un grupo poblacional; solamente la ley, el legisla-
dor, pueden disponer en tal sentido, con claridad 
y precisión. Entonces, tampoco es jurídicamente 
posible que las autoridades públicas restrinjan o 
limiten el derecho a la información de las perso-
nas ciegas y con baja visión, lo cual ocurre por 
vía de acción y omisión en la toma de decisiones 
que inhiben el acceso, el uso, y la apropiación, 
por parte de las personas ciegas y con baja visión, 
de las tecnologías de la información y las comu-
nicaciones.

En este sentido, cabe anotar que si conforme 
al artículo 13 de la Constitución Política todos 
los habitantes del territorio nacional son iguales 
frente a la ley, evidentemente, todos los planes y 
programas que establezcan las autoridades esta-
tales para propiciar el uso y la apropiación de las 
nuevas tecnologías de la información y las comu-

-
nos por igual, esto es, sin discriminación alguna 
por razones de discapacidad. Este deber de no 
discriminación por razones de discapacidad es 
subrayado por la Corte Constitucional al señalar 
en Jurisprudencia citada que “puede vulnerarse 
el derecho a la igualdad de las personas en condi-
ción de discapacidad, (…). Mediante toda “con-
ducta, actitud o trato, consciente o inconsciente, 
dirigido a anular o restringir sus derechos, liber-

razonable”12. Precisamente por ello, resulta cla-
ro que a la luz de los artículos 13 (Derecho a la 
igualdad) y 20 (Libertad de expresión y derecho 
a la información) de la Constitución Política y a 
la unánime posición de la Jurisprudencia sobre el 
derecho de la igualdad, no le es permitido al Es-
tado adoptar o ejecutar un programa de impulso e 
implantación de las tecnologías de la información 
y las comunicaciones sin incluir en tal programa 
a las personas ciegas y con baja visión.

El artículo 2° recoge los principios que orien-
tan la interpretación y la aplicación de la ley, en 
concordancia con la Constitución Política. Enun-

-
jar completamente claro que para lograr la igual-

11 Véase en detalle la Sentencia T-391 de 2007 de la Corte 
Constitucional.

12 Corte Constitucional, Sentencia T-391 de 2007.

las políticas, los planes y programas sustentados 
en la equidad, porque la respuesta efectiva a este 
tipo de necesidades es la construcción de un esce-
nario de equiparación de oportunidades. 

El primer principio que se enuncia es el de la 
autonomía, porque se trata precisamente, con esta 
ley, de que los planes, programas y proyectos que 
el Estado en sus distintos niveles y sectores dise-
ñe, apruebe y ejecute, tengan en cuenta y respeten 
la dignidad y la libertad de las personas; en este 
caso, de las personas ciegas y con baja visión. 
Así, se cumple con los mandatos constituciona-
les, y con la obligación asumida por el Estado co-
lombiano al suscribir la Convención de Naciones 

en los términos del artículo 3° de dicha Conven-
ción, conforme a la cual “... Los principios de la 
presente Convención serán: a) El respeto de la 
dignidad inherente, la autonomía individual, in-
cluida la libertad de tomar las propias decisio-
nes, y la independencia de las personas...”.

De la dignidad de la persona humana y del 
enfoque diferencial derivan los demás principios 
relacionados en el artículo 2°: no discriminación, 
protección, participación, y también las exigen-
cias en materia de gratuidad, calidad, y competi-
tividad, que se elevan a la condición de principios 
comoquiera que ellos son el fundamento de las 
demás disposiciones que integran la propuesta 
y lo serán también de las acciones de las autori-
dades públicas en el marco legal que esperamos 
consagrar. 

Este es un proyecto de ley que fortalece la 
democracia en la medida en que busca generar 
políticas, programas, proyectos, es decir, accio-
nes públicas concretas, para incluir un colectivo 
tradicionalmente excluido y marginado; y darle 
la posibilidad de intervenir activamente en el de-
sarrollo económico del país, a partir del acceso 
a la educación, la cultura, la plena participación 
política y el ejercicio de la ciudadanía, mediante 
el uso de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones para conocer, usar y divulgar la 
información y el conocimiento que se difunde a 
través de la internet. 

En el artículo 3° se hace una remisión a las 
normas internacionales relativas a los derechos de 
las personas con discapacidad, para que no solo 
sean referente en la interpretación y aplicación de 
esta ley sino para que las nuevas disposiciones 
que se adopten, en ningún caso puedan restringir 
o desconocer los derechos ya reconocidos a las 
personas ciegas y con baja visión.

De otra parte y siguiendo con la exposición del 
contenido de este proyecto de ley, en su Capítulo 
II se establecen las “Obligaciones del Estado”, de 
cuyo cumplimiento depende que las personas cie-
gas y con baja visión accedan a las TIC, se apro-
pien de ellas, las usen, y de esta manera ejerzan 
sus derechos fundamentales con libertad, autono-
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mía e independencia, haciendo efectiva su plena 
participación en todos los ámbitos de la vida in-
dividual, social y política. 

Los artículos 4° al 7° del proyecto relacio-
nan las actividades en las cuales es indispensable 

que las personas ciegas y con baja visión tengan 
oportunidades en igualdad de condiciones con los 
demás colombianos. Como ya se dijo, teniendo 
en cuenta el texto del artículo 13, inciso 3°, de la 
Constitución Política, la Corte Constitucional ha 
subrayado el carácter de sujeto de especial pro-
tección de las personas con discapacidad, aspecto 
este que impone al Estado determinados deberes 
especiales, tales como la adopción de planes y 
programas que involucren soluciones a las nece-

El Ministerio de las Tecnologías de la Infor-
mación y las Comunicaciones –MINTIC– con 
el objetivo de estructurar e implementar la ma-

inclusión social de las personas con discapacidad 
visual en el país. 

Conviene anotar al punto que, como es fre-
cuente que las autoridades invoquen la ausencia 

de medidas concretas para el cumplimiento de las 
prestaciones a favor de este grupo de personas, 
la Jurisprudencia Constitucional ha considerado 

-
ten. Sobre el particular, en la Sentencia C-124 de 
2004 se dijo:

“La Corte comparte el argumento acerca de 
que la escasez de recursos y la necesidad de avan-
zar progresivamente en la concesión de algunos 

-
nómica, pueden obligar a delimitar el ámbito de 

-

aclarar que en los casos en los que se aduzca 
la escasez de medios para negar el acceso a un 
derecho a grupos vulnerables es necesario que 

genéricas acerca de la limitación de los recur-
sos económicos. Cuando se trata de establecer 
diferenciaciones que comprometen los derechos 

-
ciedad, el Estado corre con la carga de la argu-

que era efectivamente conducente establecer una 
determinada diferenciación”. 

“En este punto es importante precisar que 

normativa en el desarrollo de los derechos en su 
dimensión prestacional, en lo relacionado con 
los ámbitos del derecho que se regularán y con 

Con todo, esta Corporación considera importan-
-

guración cuenta por lo menos con dos límites en 

primero, que la categoría para demarcar el gru-
po no puede responder a ninguno de los criterios 
sospechosos contenidos en el inciso segundo del 
artículo 13 de la Constitución, a no ser que se 
persiga establecer una diferenciación positiva en 
favor de grupos tradicionalmente marginados o 
discriminados; y segundo, que entre los grupos 
favorecidos se incluya a los que más requieren 

-
clusión y vulnerabilidad (C. P., artículos 1° y 
13)”13.

Del mismo modo, no admite discusión la obli-
gación que tiene el Estado de actuar para que las 
tecnologías de la información y las comunicacio-
nes sean accesibles para los niños, las niñas, los 
adolescentes, todos los estudiantes, todas las per-
sonas ciegas y con baja visión, porque es así como 
pueden acceder en igualdad de condiciones a las 
oportunidades que la sociedad y el Estado brin-
dan a todos sus miembros. En esa dirección apun-
ta el artículo 5° del proyecto. Es decir, considera 
que un software lector de pantalla entregado por 
el Estado colombiano a las personas ciegas y con 
baja visión, se convierte en un instrumento para 
adquirir las competencias y desarrollar las poten-
cialidades que harán de estas personas individuos 
productivos para sí, su familia, la sociedad y el 
Estado. Un lector de pantalla en el siglo XXI es el 
equivalente al bastón, al perro guía o al lazarillo, 
pero con el plus de la autonomía, la independen-
cia y la libertad que la persona ciega y con baja 
visión adquiere mediante las TIC accesibles. El 
lector de pantalla es hoy una herramienta básica 
para empezar a construir una Colombia democrá-
tica, deliberativa e incluyente. 

El país en el marco de la descentralización y 
de las competencias territoriales, las entidades 
deben asumir su responsabilidad con respecto a 
garantizar el derecho a la información de las per-
sonas con discapacidad visual. 

Mención especial debe hacerse del artículo 6° 
propuesto, por el cual se crea “un fondo cuenta 
especial, sin personería jurídica, adscrito al Mi-
nisterio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones...”. Como lo enuncia el texto 
del proyecto, se trata de un fondo especial dentro 
de los previstos en el artículo 30 del Estatuto Or-
gánico del Presupuesto Nacional14, a través del 

-
-

13 Corte Constitucional, Sentencia C-124 de 2004.
14 Decreto número 111 de 1996,  “por el cual se compilan la 

Ley 38 de 1989, la Ley 179 de 1994 y la Ley 225 de 1995 
que conforman el Estatuto Orgánico del Presupuesto”, 
artículo 30. “Constituyen fondos especiales en el orden 

-
-

tenecientes a fondos sin personería jurídica creados por 
el legislador (Ley 225 de 1995, artículo 27). Exequible, 
Sentencia Corte Constitucional C-09 de 2002.
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mente respecto de las personas ciegas y con baja 
visión. Sin embargo, como se señaló en la parte 
inicial, no se está hablando de recursos nuevos. 
De lo que se trata es de particularizar los recursos 
necesarios para el cumplimiento de las obliga-
ciones del Estado con las personas ciegas y con 
baja visión, teniendo en cuenta que el Fondo de 
las Tecnologías de la Información y las Comu-

programas y proyectos para todos los habitantes, 
y en esa tarea bien puede perderse el enfoque di-
ferencial por razón del tipo de discapacidad. En 
otras palabras, se trata de garantizar que las nece-
sidades propias de las personas ciegas y con baja 
visión frente a las TIC, ya explicadas ampliamen-

Muy importante es tener en cuenta que con 
esta disposición, tampoco se está cambiando la 
destinación de los recursos del FONTIC, pues 
conforme a los artículos 34 y 35 de la Ley 1341 

-
pete tiene prioridades relacionadas tanto con las 
condiciones de vulnerabilidad de parte de la po-

15.
El artículo 8° 

excepciones al Derecho de Autor, como un me-
canismo equiparador de oportunidades para las 
personas ciegas y con baja visión en el ejercicio 
de sus derechos a la información, la educación, 
la cultura, el trabajo y la participación, a partir 
del reconocimiento y el respeto de los derechos 
morales y económicos de los autores.

Este artículo tiene fundamento en la Conven-
ción de los Derechos de las Personas con Disca-
15 Ley 1341 de 2009, artículo 35. Funciones del Fondo de 

Tecnologías de la Información y las Comunicaciones. 
El Fondo de Tecnologías de la Información y las Comu-
nicaciones tendrá las siguientes funciones: 1. Financiar 
planes, programas y proyectos para promover prioritaria-
mente el acceso universal, y del servicio universal cuan-
do haya lugar a ello, a las Tecnologías de la Información 
y las Comunicaciones en los segmentos de población 
de menores ingresos./ 2. Financiar planes, programas 
y proyectos para promover la investigación, el desarro-
llo y la innovación de las Tecnologías de Información 
y las Comunicaciones dando prioridad al desarrollo de 
contenidos./ 3. Financiar planes, programas y proyectos 
para promover el acceso de los ciudadanos a servicios, 
contenidos y aplicaciones que usen Tecnologías de la In-

del Gobierno en Línea./ 4. Financiar y establecer planes, 

apropiación de Tecnologías de la Información y las Co-
municaciones./ 5. Apoyar económicamente las activida-
des del Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones y de la Agencia Nacional de Espectro, 
en el mejoramiento de su capacidad administrativa, téc-
nica y operativa para el cumplimiento de sus funciones./ 
6. Financiar planes, programas y proyectos para promo-
ver el acceso de los ciudadanos con limitaciones físicas 
a las Tecnologías de la Información y las Comunicacio-
nes./ 7. [...]”.

mencionada en este documento, que recogió el 
compromiso de los Estados en el tema, así:

“Artículo 30. Participación en la vida cultu-
ral, las actividades recreativas, el esparcimiento 
y el deporte. 

“1. Los Estados Partes reconocen el derecho 
de las personas con discapacidad a participar, en 
igualdad de condiciones con las demás, en la vida 
cultural y adoptarán todas las medidas pertinentes 
para asegurar que las personas con discapacidad: 

“a) Tengan acceso a material cultural en for-
matos accesibles; 

“b) Tengan acceso a programas de televisión, 
películas, teatro y otras actividades culturales en 
formatos accesibles; 

“c) (...) 
“2. (...)
 “3. Los Estados Partes tomarán todas las 

medidas pertinentes, de conformidad con el 

las leyes de protección de los derechos de pro-
piedad intelectual no constituyan una barre-
ra excesiva o discriminatoria para el acceso 
de las personas con discapacidad a materiales 
culturales. 

“4. (...)”. (Las letras en negrilla son añadidas).
En Colombia, el Derecho de Autor se ha cons-

tituido en una barrera legal que le impide a las 
personas ciegas y con baja visión el acceso a los 
libros, al texto escolar y a las publicaciones es-
pecializadas en arte, ciencia y tecnología. Para-
dójicamente cuando las TIC se constituyen en un 
posible aliado de las personas ciegas y con baja 
visión, por la facilidad que ofrecen para volver 
accesibles todos los materiales de lectura, la le-
gislación colombiana crea una barrera para con-
vertir el material de lectura en medios digitales. 
La norma que aquí se propone busca romper esa 
barrera, para que el acceso a la información y al 
conocimiento sea factible para las personas cie-
gas y con baja visión en los distintos campos de 

culturales.
Ahora bien, no se trata en modo alguno de des-

conocer el Derecho de Autor ni la normatividad 
constitucional, legal, nacional e internacional, 
que lo reconoce y lo regula. De lo que se trata 
es de establecer unas limitaciones y excepciones 
siguiendo de manera estricta las reglas que las 
convenciones internacionales han estructurado 
precisamente para que en la legislación interna, 
puedan armonizarse los derechos en juego.

En efecto, a partir del Convenio de Berna para 
la Protección de las Obras Literarias y Artísti-
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cas16 y los demás instrumentos internacionales, 

límites dentro de los cuales son pertinentes di-
chas excepciones y limitaciones: i) que se trate 
de casos especiales; ii) que no se atente contra 
la explotación normal de la obra, y iii) que no se 

-
timos del titular de los derechos.

Respecto de la primera exigencia, la norma pro-

las personas ciegas y con baja visión, quienes sin 
-

ceso al texto. En cuanto a la segunda exigencia, el 
contenido del artículo 8° del proyecto de ley, no 
afecta la explotación normal de las obras, pues la 
producción de las obras en los formatos requeridos 
por las personas ciegas y con baja visión no forma 
parte de la “explotación normal” de las mismas, ya 
que dichos formatos no están contemplados en la 
producción, ni forman parte del mercado.

Sobre la tercera exigencia, la propuesta no 
afecta intereses legítimos ni de los autores ni de 
los demás agentes del mercado; más aún, con el 

-
te claro que en aquellos casos en los cuales las 
obras originalmente incluyan formatos accesibles 
o se encuentren en el mercado de esta manera, no 
tendrán el tratamiento de excepciones y limita-
ciones; es decir, causarán los derechos de autor 
como cualquier otra obra. La propuesta tampoco 
contiene medidas de intervención en el mercado, 
ni prohibiciones o restricciones a los derechos de 
la industria editorial; por lo mismo, la industria 
editorial debe sentirse en total libertad de produ-
cir o no, obras accesibles a las personas ciegas y 
con baja visión. Como se trata de derechos fun-

se propone contempla claros condicionamientos 
para las excepciones y limitaciones de que allí se 

autores ni a los demás intervinientes.
Finaliza este proyecto de ley con la invitación 

a las asociaciones de las personas ciegas y con 
baja visión a participar en la reglamentación de 
esta ley y su seguimiento. Así, el artículo 9° bus-

-
tado: el de la plena participación de los ciudada-
nos en las decisiones que los afectan. Por último, 
los artículos 10 y 11, hacen referencia a trámites 
presupuestales y de publicidad requeridos para 
la vigencia de la Ley y su cumplimiento. De los 

comprensión y apoyo a esta iniciativa. 
16 El Convenio de Berna para la protección de las Obras 

Literarias y Artísticas es un t
el 9 de septiembre de 1886, completado en París el 4 de 
mayo de 1896, revisado en Berlín el 13 de noviembre 
de 1908, completado en Berna el 20 de marzo de 1914 
y revisado en Roma el 2 de junio de 1928, en Bruselas 
el 26 de junio de 1948, en Estocolmo el 14 de julio de 
1967, en París el 24 de julio de 1971 y enmendado el 28 
de septiembre de 1979.

PLIEGO DE MODIFICACIONES
Se recibieron comentarios al texto del proyec-

to de ley, del Ministerio de Educación Nacional, 
el Instituto Nacional de Ciegos (INCI), de la Or-
ganización de Limitados Visuales, Conalivi. 

mantiene el mismo espíritu.
En texto del proyecto se aclaró que todos son 

los órganos y entidades del Estado de las tres Ra-
mas del Poder Público y los órganos de conformi-
dad con el artículo 113 de la Constitución Políti-
ca, que deben garantizar a las personas ciegas y 
con baja visión, el acceso a la información, a las 
comunicaciones y al conocimiento. 

normas internacionales y se suprimió la expre-
sión “interna” para quedar solo la legislación. 

Se adiciona el artículo 5°, en que la imple-
mentación del software lector de pantalla en los 
centros culturales, aeropuertos y terminales de 
transporte, entidades prestadoras de servicios pú-
blicos. 

-
rá asegurar la participación de las personas cie-
gas, con baja visión y sus organizaciones.

En el artículo 9° se aclara que la reglamenta-
ción la realiza el Gobierno Nacional.

Proposición
Dese primer debate favorable al Proyecto de 

ley número 138 de 2012 Senado, por la cual se 

las personas ciegas y con baja visión, el acceso 
autónomo e independiente a la información, a las 
comunicaciones, al conocimiento y a las tecnolo-
gías de la información y de las comunicaciones, 
en Colombia,

Cordialmente,
Carlos R. Ferro Solanilla,
Senador de la República.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  
DEBATE AL PROYECTO DE LEY  
NÚMERO  138 DE 2012 SENADO

por la cual se garantiza a las personas ciegas y 
con baja visión, el acceso a la información, a las 
comunicaciones, al conocimiento y a las tecnolo-
gías de la información y de las comunicaciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Objeto y principios de esta ley

Artículo 1°. Objeto. El objeto de la presente 
ley es garantizar el acceso autónomo e indepen-
diente de las personas ciegas y con baja visión a 
la información, a las comunicaciones, al conoci-
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miento, y a las tecnologías de la información y 
las comunicaciones, para hacer efectiva su inclu-
sión y plena participación en la sociedad.

Artículo 2°. Principios. La presente ley se 
rige por los principios de autonomía, no discri-
minación, protección, gratuidad, calidad de la 
información, competitividad y participación, en 
concordancia con la Constitución Política de Co-

PRINCIPIO DE AUTONOMÍA. Por este 
principio es deber de todos los órganos y enti-
dades del Estado, lograr que en Colombia, las 
personas ciegas y con baja visión puedan obte-
ner, procesar, seleccionar, sistematizar, difundir 
y usar la información, de forma libre e indepen-
diente.

PRINCIPIO DE NO DISCRIMINACIÓN. 
Por este principio es deber de todos los órganos y 
entidades del Estado proporcionar a las personas 
ciegas y con baja visión, en formatos, modos y 
medios accesibles, la misma información que se 
proporciona a los demás habitantes en Colombia. 

PRINCIPIO DE PROTECCIÓN. Por este 
principio, el Estado adoptará las medidas nece-
sarias para la protección de los derechos de las 
personas ciegas y con baja visión, a la informa-
ción, las comunicaciones y el conocimiento, ga-
rantizándoles el acceso a las tecnologías de la in-
formación y las comunicaciones, su apropiación 

adecuada provisión de servicios establecidas para 
todas las personas. 

PRINCIPIO DE GRATUIDAD. Por este 
principio es deber de todos los órganos y entida-
des del Estado asegurar que las personas ciegas y 
con baja visión accedan de manera gratuita a las 
tecnologías de la información y de las comunica-
ciones en Colombia. 

PRINCIPIO DE LA CALIDAD DE LA IN-
FORMACIÓN. Por este principio corresponde a 
todos los órganos y entidades del Estado el deber 
de asegurar que toda la información producida, 
gestionada y difundida, sea oportuna, objetiva, 
veraz, completa, reutilizable, procesable y esté 
disponible en los medios, modos y formatos ac-
cesibles para las personas ciegas y con baja vi-
sión.

PRINCIPIO DE LA COMPETITIVIDAD. 
Por este principio, es deber de todos los órganos 
y entidades del Estado proporcionar información 
y tecnologías de acceso a la información y a las 
comunicaciones a todas las personas ciegas y con 
baja visión, de modo que se les posibilite el de-
sarrollo de altas competencias y el logro de una 
competitividad real, en el mercado laboral.

PRINCIPIO DE LA PARTICIPACIÓN. 
Por este principio es deber de todos los órganos 
y entidades del Estado proporcionar información 
a través de modos, medios y formatos accesibles 

a las personas ciegas y con baja visión para ga-
rantizar su participación activa en los procesos 
de adopción de decisiones sobre políticas públi-
cas, programas y proyectos, incluidos los que les 
afectan directamente. 

Artículo 3°. Concordancia normativa. La pre-
sente ley se promulga en concordancia con los 
pactos, convenios y convenciones internaciona-
les sobre Derechos Humanos relativos a las Per-

por Colombia. 
En ningún caso, por implementación de esta 

norma, podrán restringirse o menoscabarse nin-
guno de los derechos reconocidos a las personas 
ciegas y con baja visión, en la legislación o en los 
pactos, convenios y convenciones internaciona-
les . 

CAPÍTULO II
Obligaciones del Estado

Artículo 4°. Software lector de pantalla. El 
Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones o quien haga sus veces, pro-
porcionará a las personas ciegas y con baja visión 
un software lector de pantalla que les garantice su 
autonomía e independencia en el acceso, el uso y 
la apropiación de las tecnologías de la informa-
ción y las comunicaciones.

Artículo 5°. Implementación del software. El 
Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones o quien haga sus veces, dispon-
drá los mecanismos necesarios para la implemen-
tación del software lector de pantalla en todos 
los establecimientos educativos, instituciones de 
educación superior, bibliotecas públicas, centros 
culturales, aeropuertos y terminales de transpor-
te, Centros de Tecnología, entidades que prestan 
servicios públicos y todas las entidades del ámbi-
to nacional y territorial.

Artículo 6°. Fondo de Cuenta Especial. Créa-
se un fondo cuenta especial, sin personería jurí-
dica, adscrito al Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones, para garanti-
zar la sostenibilidad de las obligaciones de adqui-
sición y actualización del software y el hardware 
necesarios para el libre acceso a la información, 
las comunicaciones y el conocimiento, de las per-
sonas ciegas y con baja visión.

Este fondo cuenta se constituirá con los recur-

Fondo de las Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones, FONTIC, o el organismo que 
haga sus veces, en la cuantía que permita la eje-
cución de los planes, programas y proyectos que 
se formulan para el cumplimiento de la presente 
ley.

Así mismo, el Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones o quien haga 
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sus veces, promoverá acuerdos para que las enti-
dades territoriales aporten los recursos requeridos 
para los planes, programas y proyectos que deban 
atenderse en sus respectivas jurisdicciones.

Artículo 7°. Participación. El Ministerio de 
Tecnologías de la Información y las Comunica-
ciones o quien haga sus veces, asegurará la parti-
cipación de las personas ciegas, con baja visión y 
sus organizaciones, en la formulación, ejecución 
y seguimiento de las políticas públicas, planes de 
desarrollo, programas y proyectos del sector de 
las tecnologías de la información y las comunica-
ciones, en los niveles nacional, regional y local.

Artículo 8°. Limitaciones y excepciones a los 
derechos de autor. Para garantizar la autonomía 
y la independencia de las personas ciegas y con 
baja visión en el ejercicio de sus derechos a la 
información, las comunicaciones y el conoci-

audiovisuales y radiofónicas, fonogramas o frag-
mentos de ellas, producidas en cualquier formato, 
medio o procedimiento, podrán ser reproducidas, 
distribuidas, comunicadas, traducidas, adapta-
das, arregladas o trasformadas en braille y en los 
demás modos, medios y formatos de comunica-
ción accesibles que elijan las personas ciegas y 
con baja visión, sin autorización de sus autores ni 

pago de los Derechos de Autor, siempre y cuando 
la reproducción, distribución, comunicación, tra-
ducción, adaptación, transformación o el arreglo, 

obligación de mencionar el nombre del autor y el 
título de las obras así utilizadas.

No se aplicará la exención de pago de los De-
rechos de Autor, en la reproducción y distribución 
de obras que se hubieren editado originalmente 
en sistemas especiales para personas ciegas y con 
baja visión y que se hallen comercialmente dis-
ponibles. 

Artículo 9°. Reglamentación. Para la regla-
mentación de la presente ley el Gobierno Nacio-
nal asegurará la participación de las personas 
ciegas, con baja visión y sus organizaciones.

Artículo 10. Operaciones presupuestales. Au-
torízase al Gobierno Nacional para que realice las 
operaciones presupuestales necesarias para el ca-
bal cumplimiento de lo dispuesto en la presente 
ley.

Artículo 11. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su publicación. 

Cordialmente,
Carlos R. Ferro Solanilla,
Senador de la República.

TEXTOS DEFINITIVOS DE COMISIÓN
TEXTO DEFINITIVO

(Aprobado en la Comisión Séptima Constitu-
cional Permanente del honorable Senado de 
la República, en sesión del martes veintiocho 
(28) de noviembre de 2012, según Acta número 

20 - Legislatura 2012-2013)
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 81  

DE 2012 SENADO
por la cual se dictan normas para regular las 
personas jurídicas y las Cooperativas de Traba-
jo Asociado en sus relaciones contractuales y de 

trabajo y se dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Se prohíbe la intermediación de la 

relación de trabajo, de la producción de bienes y 
servicios, y de la contratación laboral misional y 
permanente de las personas jurídicas, naturales 

sectores de la economía que vulneren los dere-
chos de los trabajadores, y especialmente el de 
las Cooperativas de Trabajo Asociado y de los 
Contratos Sindicales.

Artículo 2°. El personal que a partir de la ex-
pedición de la presente ley se encuentren vincu-
lados y contratados a través de intermediarios, se 
les aplicará el contrato realidad respetándoles su 

antigüedad y garantizándoles los derechos labo-
rales consagrados en la legislación laboral dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la aprobación de 
la presente ley. La presente ley se desarrollará 
mediante la articulación efectiva del Ministe-
rio del Trabajo, la Superintendencia de Socie-
dades, las Cámaras de Comercio y las Direc-
ciones Territoriales del Ministerio de Trabajo.

En todo caso el Ministerio de Trabajo no 
autorizará despidos sin justa causa o retiro de 
personal de las cooperativas de trabajo asocia-
do con ocasión de lo dispuesto en esta ley.

Artículo 3°. El Ministerio de Trabajo, la 
Superintendencia de Sociedades y las Direccio-
nes Territoriales del Ministerio de Trabajo, 
impondrán las multas y sanciones acorde con lo 
previsto en la legislación laboral vigente a las 
personas jurídicas y naturales de carácter públi-
co o privado que incumplan con lo establecido 
en la presente ley y deberán estar a paz y salvo 

continuidad jurídica. En el caso del sector pú-
blico, al representante legal se le impondrán 
las sanciones disciplinarias correspondientes.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de 
la fecha de su sanción y promulgación, deroga y 

-
rias que le sean contrarias.
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El anterior texto, conforme en lo dispuesto en 

ponentes, una vez reordenado el articulado que 

La honorable Senadora y los honorables Sena-
dores ponentes:

Mauricio Ernesto Ospina Gómez, Guillermo 
Antonio Santos Marín, Liliana María Rendón 
Roldán, Senadores.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 

DE LA REPÚBLICA
En Sesión Ordinaria de la Comisión Séptima 

Constitucional Permanente del Senado de la Re-
pública, del día miércoles veintiocho (28) de 
noviembre del año dos mil doce (2012), según 
Acta número 20, fue considerado el informe de 
ponencia para primer debate y texto propuesto 
para primer debate, al Proyecto de ley núme-
ro 081 de 2012 Senado, por la cual se dictan 
normas para suprimir y prohibir la contratación 
laboral, mediante Cooperativas de Trabajo Aso-
ciado y demás formas de tercerización laboral, 
presentado por los honorables Senadores Ponen-
tes Mauricio Ernesto Ospina Gómez, Guillermo 
Antonio Santos Marín y Liliana María Rendón 
Roldán.

De acuerdo a lo dispuesto en el artículo 5º, del 
Acto Legislativo número 01 de 2009, Votación 
Pública y Nominal y a la Ley 1431 de 2011, por 
la cual se establecen las excepciones a que se re-

, 
se obtuvo la siguiente votación: 

– Puesta a consideración la proposición con 
que termina el informe de ponencia positivo pre-
sentado por los honorables Senadores Ponentes 
Mauricio Ernesto Ospina Gómez, Guillermo 
Antonio Santos Marín y Liliana María Rendón 
Roldán, esta fue aprobada con votación ordinaria 
por nueve (9) votos a favor (Ballesteros Bernier 
Jorge Eliécer, Carlosama López Germán Bernar-
do, Delgado Ruiz Edinson, García Romero Tere-
sita, Ospina Gómez Mauricio Ernesto, Ramírez 
Ríos Gloria Inés, Sánchez Montes de Occa As-
trid, Santos Marín Guillermo Antonio y Wilches 
Sarmiento Caludia Jeanneth), ninguno en contra, 
ninguna abstención, correspondiente a igual nú-
mero de honorables Senadores presentes al mo-
mento de la votación, sobre un total de trece (13) 
Senadores integrantes de la Comisión. 

– Puesta a consideración la proposición de vo-
tación en bloque (sugerida por el honorable Sena-
dor Jorge Eliécer Ballesteros Bernier), el articu-
lado, incluyendo los que tuvieron proposiciones 
presentadas por el honorable Senador Mauricio 
Ernesto Ospina Gómez y suscritas por la hono-
rable Senadora Liliana María Rendón Roldán 
a los artículos 1°, 2°, 3°, el título del proyecto 

los mismos Senadores) y el deseo de la Comisión 
de que este proyecto tuviera segundo debate, se 
obtuvo su aprobación (con votación ordinaria), 

con nueve (9) votos a favor, ninguno en contra, 
ninguna abstención, correspondiente a igual al 
número de Senadores presentes al momento de la 
votación, sobre un total de trece (13) Senadores 
integrantes de la Comisión. Los honorables Se-

fueron: Ballesteros Bernier Jorge Eliécer, Car-
losama López Germán Bernardo, Delgado Ruiz 
Edinson, García Romero Teresita, Ospina Gó-
mez Mauricio Ernesto, Ramírez Ríos Gloria Inés, 
Sánchez Montes de Occa Astrid, Santos Marín 
Guillermo Antonio y Wilches Sarmiento Claudia 
Jeanneth.

– Las proposiciones presentadas por el hono-
rable Senador Mauricio Ernesto Ospina Gómez 
y concertadas con la honorable Senadora Liliana 
María Rendón Roldán, quien las suscribió, a los 
artículos 1°, 2°, 3°, y al título del proyecto, repo-
san en el expediente. Estas proposiciones, conci-
liadas por parte de los ponentes, se aprobaron de 
la siguiente manera:

– En el artículo 1º, el Senador Ospina propu-

1°, quedando aprobado, de la siguiente manera:
“Artículo 1°. Se prohíbe la intermediación 

de la relación de trabajo, de la producción de 
bienes y servicios, y de la contratación laboral 
misional y permanente de las personas jurídicas, 
naturales 
todos los sectores de la economía que vulneren 
los derechos de los trabajadores, y especialmen-
te el de las Cooperativas de Trabajo Asociado 
y de los Contratos Sindicales”.

– En el artículo 2º, el Senador Ospina propu-

2° y un inciso adicional; el Senador Jorge Eliécer 
Ballesteros Bernier
inciso 1° la expresión “del Ministerio de Traba-
jo”, quedando aprobado, de la siguiente manera:

“Artículo 2°. El personal que a partir de la ex-
pedición de la presente ley se encuentren vincu-
lados y contratados a través de intermediarios, se 
les aplicará el contrato realidad respetándoles su 
antigüedad y garantizándoles los derechos labo-
rales consagrados en la legislación laboral dentro 
de los seis (6) meses siguientes a la aprobación de 
la presente ley. La presente ley se desarrollará 
mediante la articulación efectiva del Ministe-
rio del Trabajo, la Superintendencia de Socie-
dades, las Cámaras de Comercio y las Direc-
ciones Territoriales del Ministerio de Trabajo.

En todo caso el Ministerio de Trabajo, no 
autorizará despidos sin justa causa o retiro de 
personal de las cooperativas de trabajo asocia-
do con ocasión de lo dispuesto en esta ley”.

– En el artículo 3°, el Senador Ospina propu-
so, quedando aprobado de la siguiente manera:

“Artículo 3°. El Ministerio de Trabajo, la 
Superintendencia de Sociedades y las Direccio-
nes Territoriales del Ministerio de Trabajo, 
impondrán las multas y sanciones acorde con lo 
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previsto en la legislación laboral vigente a las 
personas jurídicas y naturales de carácter públi-
co o privado que incumplan con lo establecido en 
la presente ley y deberán estar a paz y salvo por 

-
nuidad jurídica. En el caso del sector público, al 
representante legal se le impondrán las sancio-
nes disciplinarias correspondientes”.

– Puesto a consideración el título del proyec-
to, este fue aprobado, de acuerdo a la proposición 
presentada por el Senador Ospina, de la siguiente 
manera: por la cual se dictan normas para regu-
lar las personas jurídicas y las Cooperativas de 
Trabajo Asociado en sus relaciones contractua-
les y de trabajo y se dictan otras disposiciones. 
Por sugerencia del honorable Senador Guillermo 
Antonio Santos Marín, del título, se suprimió la 
palabra “naturales”, lo cual fue aceptado por el 
Senador Ospina, siendo aprobado de la manera 
ya descrita. 

– Seguidamente fueron designados ponentes 
para segundo debate, en estrado, por el señor Pre-
sidente, honorable Senador Jorge Eliécer Balles-
teros Bernier, los mismos honorables Senadores 
que actuaron como tales para el primer debate: 
Mauricio Ernesto Ospina Gómez, Guillermo 
Antonio Santos Marín y Liliana María Rendón 
Roldán. Término reglamentario de cinco (5) días 
calendario, contados a partir de la designación en 
estrado, susceptibles de solicitar prórroga.

– La relación completa del informe de ponen-
cia para primer debate y el articulado, se halla 
consignada en el Acta número 20, de noviembre 
veintiocho (28) de dos mil doce (2012), Legisla-
tura 2012-2013.

– Conforme a lo dispuesto en el artículo 8º, 
del Acto Legislativo número 001 de 2003 (último 
inciso del artículo 160 de la Constitución Polí-
tica), el anuncio del Proyecto de ley número 81 
de 2012 Senado, se hizo en las siguientes sesio-
nes ordinarias: Martes 16 de octubre de 2012, 
según Acta número 16. Miércoles 24 de octubre 
de 2012, según Acta número 17. Miércoles 7 de 
noviembre de 2012, según Acta Conjunta número 
03. Martes 13 de noviembre de 2012, según Acta 
número 18. Martes 27 de noviembre de 2012, se-
gún Acta número 19.

Iniciativa: honorable Senador Alexánder Ló-
pez Maya y honorable Representante Wilsón 
Arias Castillo.

Ponentes primer debate Comisión Séptima 
Senado: Mauricio Ernesto Ospina Gómez, Gui-
llermo Antonio Santos Marín y Liliana María 
Rendón Roldán.

Número de artículos proyecto original: Seis 
(6) artículos. 

Número de artículos texto propuesto primer 
debate Comisión Séptima Senado: Cuatro (4) ar-
tículos. 

Número de artículos aprobados primer debate 
Comisión Séptima Senado: Cuatro (4) artículos.

Proyecto de ley radicado Senado: 14-08-
2012.

Proyecto de ley radicado Comisión: 21-08-
2012

Ponencia primer debate: Radicada 09-10-
2012.

Publicación:
– Texto original: Gaceta del Congreso núme-

ro 519 de 2012.
– Ponencia Primer Debate Senado: Gaceta del 

Congreso número 682 de 2012.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 

PERMANENTE DEL HONORABLE SENADO 
DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., a los treinta (30) días del mes 
de noviembre del año dos mil doce (2012).

En la presente fecha, conforme al inciso 5° del 
artículo 2° de la Ley 1431 de 2011, se autoriza 
la publicación en la Gaceta del Congreso, del 

 aprobado en primer debate, en la 
Comisión Séptima del Senado, en sesión de no-
viembre veintiocho (28) de 2012, según Acta nú-
mero 20, en cinco (5) folios, al Proyecto de ley 
número 081 de 2012 Senado, por la cual se dic-
tan normas para regular las personas jurídicas 
y las Cooperativas de Trabajo Asociado en sus 
relaciones contractuales y de trabajo y se dictan 
otras disposiciones.

El Secretario,
Jesús María España Vergara.
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